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Prólogo

Jorge Benavides Ordóñez1

En Ecuador, la buena Administración pública constituye un de-
recho fundamental, cuyos titulares son las personas usuarias de 
los servicios públicos. Desde una perspectiva normativa, esta se 
hace efectiva mediante el cumplimiento de los mandatos consti-
tucionales, legales y de los tratados internacionales. En este orden 
de consideraciones, es claro que, al constituir un servicio para la 
colectividad, la Administración pública —como determina el tex-
to constitucional— debe regirse, entre otros, por los principios de 
eficacia, calidad, descentralización, coordinación, participación, 
planificación y transparencia, para procurar que los servicios pú-
blicos sean un medio para promover los derechos; fortalecer las 
instituciones; y consolidar el sistema democrático en su conjunto.

No se debe perder de vista que el desempeño de las Administraciones 
públicas depende de varios factores, entre ellos, el elemento hu-
mano, tanto del funcionariado de carrera como de quienes ocu-
pan los puestos directivos. Estos últimos deben ser profesionales 
con habilidades sólidas de liderazgo, con capacidad para resolver 
problemas y orientar a sus entidades conforme al interés público. 
Por otra parte, quienes ejercen funciones directivas deben gestio-
nar la siempre compleja dinámica entre la política y las acciones 
del servicio público, encaminadas a efectivizar las políticas pú-
blicas que garanticen los derechos del buen vivir y fortalezcan el 
Estado constitucional.

En estas coordenadas se inscribe el presente trabajo de las pro-
fesoras Irma Jara Iñiguez y Jenny Cedeño Alcívar, el cual aborda 
con solvencia la relevancia de la gestión directiva pública desde un 

1	 Juez de la Corte Constitucional del Ecuador y exdecano de la Escuela de Gobierno y 
Administración Pública (EGAP) de la Universidad de Posgrado del Estado IAEN.
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enfoque teórico que combina los postulados de la nueva gerencia 
pública, la buena gobernanza y la Administración pública orienta-
da al futuro. El análisis integra elementos cualitativos, descriptivos 
y explicativos que permiten comprender la relación entre toma-
dores de decisiones, servicios públicos, participación ciudadana, 
transparencia y derechos.

A lo largo de cinco capítulos, las autoras nos invitan a reflexio-
nar sobre el porvenir de la gestión de quienes ejercen la dirección 
pública en Ecuador y sobre las acciones que emprenden sus di-
rectivos para responder a las demandas ciudadanas, con miras a 
alcanzar la gobernabilidad, entendida como la capacidad de los 
gobernantes de dar respuesta efectiva a las exigencias colectivas 
mediante servicios públicos de calidad.

En definitiva, el resultado de este bien logrado trabajo es el que los 
lectores tienen entre sus manos, y será a partir de su lectura que 
podrán construir su propio criterio sobre la materia.
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Introducción

Irma Jara-Iñiguez y Jenny Cedeño-Alcívar1

El mundo enfrenta una crisis multifacética que impacta los ámbi-
tos político, social y económico. Desde la década pasada, esta cri-
sis se ha intensificado con eventos como la pandemia de covid-19, 
el cambio climático, la polarización política y la irrupción de tec-
nologías disruptivas. Estos factores desafían la capacidad de los 
Estados para responder, de manera efectiva, lo que incrementa la 
incertidumbre y desafía los modelos tradicionales de gobernanza.

En este escenario, la carencia de información y las limitaciones en 
las capacidades de gestión se hacen más evidentes. Esto genera 
un entorno de creciente ambigüedad, en el que emergen nuevos 
enfoques que compiten con paradigmas establecidos. Algunos de 
estos modelos pueden resultar obsoletos o contraproducentes, lo 
que perpetúa ineficiencias y desigualdades en las estructuras de 
poder (Bromfield, 2024).

En Ecuador, esta situación se manifiesta en una combinación de 
inestabilidad política, desigualdad social y deficiencias institucio-
nales. Según el Índice de Gestión de la Administración Pública de 
alto nivel en 2022, el país obtuvo un puntaje de 0,08/1 en el uso 
de herramientas para el desarrollo de liderazgo y 0,17/1 en herra-
mientas de desempeño y rendición de cuentas. Estos valores están 
por debajo del promedio latinoamericano, que alcanzó 0,19/1 y 
0,21/1, respectivamente (OECD, 2024).

Esta realidad subraya la necesidad de supervisar de manera cons-
tante el desempeño de quienes dirigen las instituciones públicas. 

1	 Las autoras declaran que no utilizaron modelo alguno de inteligencia artificial en la 
elaboración de esta obra. En tal sentido, afirman que el libro publicado es genuino y 
original.
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Es fundamental exigir rendición de cuentas y reconsiderar los mo-
delos de liderazgo, con el fin de transformar la gestión pública y 
alinearla con las demandas ciudadanas.

Los puestos directivos en el sector público requieren profesionales 
con liderazgo sólido, visión prospectiva y capacidad para resolver 
problemas de manera efectiva. Quienes ocupan estas posiciones 
deben equilibrar la dinámica política con la gestión administrati-
va. Su desempeño es clave para implementar políticas públicas y 
modernizar las administraciones, lo que garantiza valor público y 
eficiencia institucional (OECD, 2023, 2024). 

La profesionalización de los niveles directivos es un factor cen-
tral para impulsar reformas en este ámbito (Iacoviello, Llano y 
Strazza, 2011). Enfocarse en este grupo resulta más eficiente en 
términos de costos y genera incentivos para los niveles superiores 
de gobierno. Al demostrar resultados en el corto plazo, se facilita 
la ejecución de acciones estratégicas y el cumplimiento de objeti-
vos de política pública (Chudnovsky, 2017).

En este propósito, la cooperación internacional es una herra-
mienta clave para fortalecer las capacidades directivas. Articular 
esfuerzos locales con enfoques internacionales favorece la moder-
nización de la gestión pública y el intercambio de buenas prácticas. 

Sin embargo, los servicios civiles en América Latina aún presentan 
deficiencias significativas (Cortázar, Lafuente y Sanginés, 2014). 
Persisten problemas en el reclutamiento basado en el mérito, la 
movilidad dentro de la carrera administrativa y la evaluación del 
desempeño. La falta de incentivos adecuados afecta la producti-
vidad y limita el desarrollo profesional dentro del sector público 
(Chudnovsky, 2017).

Por ello, el estudio del liderazgo y la dirección pública resulta 
crucial. Este libro busca aportar análisis y conocimiento sobre la 
gestión directiva pública, una temática que requiere innovación 
y actualización constante. Con un enfoque teórico y técnico, la 
obra ofrece insumos para modernizar la estructura directiva y me-
jorar la gobernanza en la Administración pública.
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Además, es una invitación a reflexionar sobre el futuro de la ges-
tión pública en Ecuador. A través de sus capítulos, se examinan los 
desafíos actuales, al tiempo que se plantean soluciones alineadas 
con las acciones y las necesidades ciudadanas. 	

A lo largo del libro, se analiza cómo estos desafíos han transfor-
mado la dirección pública en Ecuador. Se abordan aspectos como 
la caracterización del directivo público, la internacionalización de 
la gestión gubernamental, el déficit de liderazgo y la adaptación 
de la administración a escenarios cambiantes. Cada capítulo ofre-
ce una visión detallada de los retos y oportunidades que enfrenta 
el país en materia de Administración pública.

Desde una perspectiva teórica, se integran conceptos de la nueva 
gerencia pública, de la gobernanza y la administración orientada 
al futuro. El análisis combina investigación y conocimiento aplica-
do para definir condiciones de gestión en tiempos de incertidum-
bre. Se destacan las competencias clave para la administración 
contemporánea y la conformación de equipos altamente eficaces, 
con herramientas de inteligencia colectiva y democratización de la 
gestión pública. 

La dirección pública, entendida como el conjunto de prácticas 
y competencias para dirigir organizaciones gubernamentales ha-
cia la creación de valor público, se articula con modelos como 
el triángulo estratégico de Moore, el liderazgo transformador y 
la gobernanza en entornos volátiles, inciertos, complejos y am-
biguos (VUCA, por sus siglas en inglés). También se incorporan 
enfoques sobre profesionalización, innovación administrativa y 
transparencia gubernamental.

Cada capítulo del libro sigue un hilo conductor que permite anali-
zar las capacidades de los directivos públicos y evaluar estrategias 
para fortalecerlas con base en evidencia.

Desde lo metodológico, esta obra adopta un enfoque cualitativo 
con carácter descriptivo, analítico y explicativo. Bajo una perspec-
tiva heurística, el estudio se concentró en identificar y profundi-
zar variables mediante procesos metodológicos para auscultar, 
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entender y procesar el tema de la dirección pública en Ecuador. Se 
emplearon métodos como la observación, la revisión documental 
y el análisis estratégico con fuentes primarias y secundarias. La 
experiencia en el sector público sirvió para identificar patrones y 
establecer una hoja de ruta en la investigación. Se utilizaron he-
rramientas para el análisis estratégico, cualitativo y el examen de 
variables en bases de datos.

Es necesario enfatizar que esta publicación se suscribe en las líneas 
de investigación sobre Administración pública, servicio público, 
transparencia, innovación y territorio, así como de cooperación 
y desarrollo internacional, conforme a la agenda que mantiene la 
Universidad de Posgrado del Estado IAEN.

La publicación está organizada en cinco capítulos. El primero 
contextualiza el impacto de los cambios globales en la dirección 
pública, con énfasis en Ecuador. El segundo caracteriza el ejerci-
cio directivo en el sector público, y se enfoca en aspectos como 
la rotación y las herramientas de gestión. El tercero examina los 
desafíos actuales de la dirección pública, mientras que el cuarto 
analiza la internacionalización como estrategia clave en la gestión 
gubernamental. Por último, el quinto capítulo propone lineamien-
tos para afrontar la incertidumbre y fortalecer la gestión pública.

Este compendio teórico, reflexivo y práctico aspira a ser un re-
curso valioso para estudiantes, académicos y servidores públicos 
comprometidos en la transformación de la Administración públi-
ca en Ecuador y la región. Su propósito es contribuir a la construc-
ción de instituciones más resilientes, transparentes y orientadas a 
la ciudadanía.



Capítulo 

I
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El contexto y su impacto  
en la dirección pública

1. Servicio público en Ecuador

En Ecuador, la Administración pública constituye un servicio a la 
colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordi-
nación, participación, planificación, transparencia y evaluación. 
El ingreso al servicio público, el ascenso y la promoción en la ca-
rrera administrativa se llevan a cabo mediante concurso de méri-
tos y oposición, con excepción de los cargos de elección popular 
o de libre nombramiento y remoción. Además, se definen como 
servidores públicos a todas las personas que, en cualquier forma 
o a cualquier título, trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, 
función o dignidad dentro del sector público (Constitución de la 
República del Ecuador [CRE], 2008, arts. 227-229).

La Administración pública comprende los organismos y depen-
dencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial y de Justicia 
Indígena, Electoral, Transparencia y Control Social, la Procuraduría 
General del Estado y la Corte Constitucional. También incluye las 
entidades que integran el régimen autónomo descentralizado y 
regímenes especiales; los organismos y entidades creados por la 
Constitución o la ley para el ejercicio de la potestad estatal; la 
prestación de servicios públicos o el desarrollo de actividades eco-
nómicas asumidas por el Estado, así como las personas jurídicas 
creadas por acto normativo de los gobiernos autónomos descen-
tralizados y regímenes especiales para la prestación de servicios 
públicos (Asamblea Nacional, 2010).

Entre 2004 y 2015 se evidenciaron avances en la situación del ser-
vicio civil en Ecuador, si se consideran los resultados del índice 
agregado de desarrollo del servicio civil, que valora la calidad del 
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sistema a partir de ocho subsistemas y de los índices de eficiencia, 
mérito, consistencia estructural, capacidad funcional y capacidad 
integradora. En este sentido, el país pasó de 15/100 en 2004 a 
21/100 en 2011 (Cortázar, Lafuente y Sanginés, 2014), y a 41/100 
en 2015. Aunque este índice ofrece una descripción limitada del 
sistema de gestión del talento humano en el sector público y no 
refleja completamente su complejidad (Peters, Alba Tercedor y 
Ramos, 2021), es todavía un referente basado en una metodolo-
gía sustentada en la Carta Iberoamericana de la Función Pública.

Durante este período, el país contó con dos leyes en la materia 
y sus reformas: la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa y 
de Unificación y Homologación de las Remuneraciones del Sector 
Público1, vigente desde 2003, codificada en 2005 y derogada en 
2010 con la expedición de la Ley Orgánica de Servicio Público2. 
Asimismo, se aprobó una nueva Constitución en 2008 y un con-
texto de reformas estructurales precedido de un alto grado de 
inestabilidad política entre 2004 y 2007, período en el sucedieron 
tres presidentes. Esta situación generó un servicio civil con signifi-
cativos movimientos de personal y rotación, lo que, a pesar de los 
avances de una década, se reflejó en el bajo índice de desarrollo 
del servicio civil y en la dificultad para sostener acciones de profe-
sionalización y eficiencia debido a la débil institucionalidad.

El servicio público y la carrera administrativa buscan fomentar el 
desarrollo profesional, técnico y personal de sus integrantes para 
mejorar la eficiencia, eficacia, calidad y productividad del sistema 
público, a partir de la gestión del talento humano. La adminis-
tración del talento humano y las remuneraciones está a cargo del 
Ministerio del Trabajo y de las unidades de administración del ta-
lento humano de cada organización (Asamblea Nacional, 2010).

Para el ejercicio de la función pública, los nombramientos pue-
den ser permanentes, provisionales, de libre nombramiento y 
remoción, o de período fijo. Además, pueden suscribirse contra-
tos de servicios ocasionales para necesidades institucionales no 

1	 Publicada en el Registro Oficial 16 del 12 de mayo de 2005.

2	 Publicada en Registro Oficial segundo suplemento 294 del 6 de octubre de 2010.
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permanentes. En diciembre de 2023, los egresos corrientes en per-
sonal alcanzaron los $9738,58 millones, equivalentes al 31,5 % 
del presupuesto general devengado; esto representa un incremen-
to del 5,8 % en comparación con 2022 y un aumento del 14,8 % 
en la relación de los egresos de personal con el presupuesto gene-
ral devengado (Ministerio de Finanzas, 2024).

Estos gastos permiten proporcionar bienes y servicios a la po-
blación, aunque son menos flexibles que los ingresos, ya que 
dependen de decisiones políticas y de las garantías de derechos 
laborales. La recaudación, por su parte, está influenciada por 
políticas fiscales, explotación de recursos naturales, instituciones 
políticas, desarrollo socioeconómico y condiciones macroeconó-
micas internas y externas (OECD, 2020).

Esto, a pesar de que en el período 2022 el Ejecutivo emitió los 
lineamientos para la optimización del gasto público, que en cuan-
to a los gastos de personal especifica varias disposiciones, como 
aquella que indica que las unidades de gestión del talento huma-
no crearán un registro a disposición del Ministerio del Trabajo con 
el personal de las áreas de apoyo y asesoría que exceda la regula-
ción denominada 70/30. Esta establece que el 70 % del personal 
debe dedicarse a los procesos generadores de valor agregado o 
sustantivo y el 30 % a los procesos habilitantes de apoyo y aseso-
ría o adjetivos, por lo que el personal que exceda estos porcenta-
jes podría ser reasignado para cumplir tareas en otras entidades 
del ámbito. Además, se dispuso la regulación para la supresión 
de puestos que excedan en sus procesos adjetivos el 30  % y en 
sustantivos el 70  %, respecto de la Población Económicamente 
Activa institucional. De forma complementaria, se estableció la 
coordinación entre entidades para la eliminación de partidas que 
permanezcan vacantes por un período superior a tres meses y su 
correspondiente reducción del techo presupuestario, aunque con 
algunas excepciones (Presidencia de la República, 2022).

Por otro lado, el empleo es uno de los indicadores clave del ta-
maño del sector público. Este refleja el papel del gobierno en la 
economía y en la sociedad, así como la decisión sobre cómo se 
prestan los servicios públicos, ya sea por parte del sector público 
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en asociación con los sectores privados o sin fines de lucro (OECD, 
2020). En este caso, en diciembre de 2023 , el 15,9 % correspon-
día al empleo público (INEC, 2024), lo que lo convierte en un 
rubro importante en el marco laboral fiscal.

Con estas cifras, para el ejercicio y la gestión pública existen tam-
bién diferentes tipos de movimientos de personal, como las licen-
cias o permisos para ausentarse o dejar de concurrir de manera 
ocasional a su lugar de trabajo; las comisiones de servicio para 
prestar servicios en otra institución del Estado; el desarrollo de 
programas de posgrado; reuniones, conferencias, pasantías y visi-
tas de observación en el exterior o en el país, entre otros. Además, 
se contemplan traslados, traspasos, cambios administrativos e in-
tercambio de puestos (Asamblea Nacional, 2010).

Como un elemento central de la Administración pública es la ca-
lidad de su servicio, este aspecto debe considerarse para alcanzar 
la eficacia de las políticas públicas y la prestación de servicios es-
tatales. Al respecto, existe un consenso sobre la importancia de 
la calidad del servicio civil y los sistemas de gestión de talento hu-
mano para asegurar la calidad de la acción estatal (Chudnovsky, 
2021). Con este panorama, en la práctica, en Ecuador el índice de 
percepción de calidad de los servicios públicos en general alcanzó 
apenas 6,1/10 puntos en diciembre de 2022 (INEC, 2024).

Cabe indicar que el Ministerio del Trabajo es el encargado de emitir 
las normas técnicas para la certificación de calidad del servicio, lo 
que además constituye una condición para que los servidores de la 
entidad certificada tengan derecho a percibir remuneraciones va-
riables (Asamblea Nacional, 2010)3. Para ello, se aplica el Modelo 
Ecuatoriano de Calidad y Excelencia (MECE), que es una adapta-
ción del Modelo CAF 20204. Este modelo examina la organización 
desde distintos ángulos e impulsa su mejora permanente para sa-
tisfacer las necesidades y expectativas de la ciudadanía de acuerdo 
con resultados cuantificables (Ministerio del Trabajo, 2021).

3	 La certificación de calidad de los servicios en los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados, sus entidades y regímenes especiales se regulará mediante su propia 
normativa (Asamblea Nacional, 2010, art. 130).

4	 Marco Común de Evaluación (Common Assessment Framework).
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El MECE contiene nueve criterios: cinco de agentes facilitadores, 
que son liderazgo, estrategia y planificación, talento humano, alian-
zas y recursos, procesos y servicios, y cuatro criterios de resultados 
orientados la ciudadanía, al talento humano, la responsabilidad 
social y el rendimiento institucional clave. El esquema tiene cuatro 
niveles de madurez: comprometido, organizado, desarrollado y ex-
celente (Ministerio del Trabajo, 2021). Durante el período 2023, 
se priorizó a cerca de 100 instituciones para la implementación del 
programa, con 84 reconocimientos de los niveles de madurez y cer-
tificados de calidad (Secretaría Nacional de Planificación, 2024).

2. Los efectos de la pandemia

La respuesta de la Administración pública ante la pandemia in-
cluyó un conjunto de medidas que pusieron en crisis el ámbito 
de intervención estatal. Ante la emergencia sanitaria ocasionada 
por la covid-19, la dirección pública fue más compleja que nunca. 
Los directivos tuvieron que tomar decisiones importantes, moti-
var al personal, ejercer liderazgo transformador y resiliente, dirigir 
procesos de teletrabajo, facilitar el uso de las tecnologías de la 
información y la comunicación, y agilizar e innovar las relaciones 
con la ciudadanía.

Al mismo tiempo, acorde con su misión, varias instituciones ex-
perimentaron un incremento en la demanda de sus servicios e in-
formación, en especial en temas relacionados de forma directa 
con la emergencia y los programas de mitigación y apoyo. Ante 
el cierre repentino de las oficinas y la disposición del teletraba-
jo, se interrumpió el trabajo presencial de los servidores públicos. 
Para adaptarse a este nuevo escenario, se implementaron diversas 
medidas, como la extensión de la vigencia de los documentos ofi-
ciales que vencían en los siguientes meses (por ejemplo, cédula de 
identidad, permisos, licencias y matrículas vehiculares), debido a 
la imposibilidad de asistir a las instituciones públicas para reno-
varlos. Así, si ya existían dificultades en la prestación del servicio 
público, estas se agudizaron aún más.

Según una encuesta aplicada por el Banco Interamericano de 
Desarrollo, en Ecuador el 52 % de las personas encuestadas en el 



Irma Jara-Iñiguez y Jenny Cedeño-Alcívar22

servicio público no pudo realizar tareas críticas durante la pan-
demia, mientras que el promedio latinoamericano fue del 46 % 
(Roseth, Reyes y Amézaga, 2021). Por otro lado, debido a las di-
ficultades para mantener la continuidad del trabajo desde casa, 
muchos empleados del sector público tuvieron que acudir a sus 
oficinas. Cerca del 61 % de quienes trabajan en el servicio público 
asistieron a sus lugares de trabajo durante la emergencia, con una 
frecuencia promedio de 1,2 veces por semana, mientras que el 
promedio en Latinoamérica fue del 59 % y 1,4 veces, respectiva-
mente (Roseth y Amézaga, 2021).

Entre las causas más comunes que obstaculizaron el teletrabajo 
en Ecuador se encuentran (Roseth, Reyes y Amézaga, 2021): el 
limitado acceso a archivos y aplicaciones, ya que solo el 66 % in-
dicó contar con acceso remoto a estos; la falta de computadoras 
portátiles, pues apenas el 41 % de los encuestados disponía de un 
equipo provisto por su organización. Se observó que, en térmi-
nos generales, los servidores de mayor rango jerárquico tuvieron 
mayor acceso a computadoras portátiles proporcionadas por sus 
empleadores. Además, se identificó que el uso de dispositivos per-
sonales representaba un riesgo, ya que podía entorpecer el acceso 
a los archivos de la oficina o comprometer la seguridad de la in-
formación sensible.

Asimismo, la encuesta reveló otros factores que afectaron el teletra-
bajo: una baja capacitación para su implementación, ya que solo el 
30 % reportó haber recibido directrices claras sobre cómo desem-
peñar sus funciones en esta modalidad. Esto pudo haber incidido 
en un aumento de la carga laboral y en la dificultad para lograr un 
equilibrio entre el trabajo y la vida personal. También se reportaron 
problemas de conectividad y dificultades económicas para trabajar 
desde casa, dado que el 53 % experimentó un aumento en los cos-
tos de electricidad e internet, los cuales no fueron cubiertos por las 
organizaciones públicas (Roseth, Reyes y Amézaga, 2021).

Se debe dirigir la atención hacia la dirección pública, pues dentro 
de la Administración pública cumple un rol clave en el lideraz-
go de sus equipos y en la implementación y eficacia de las polí-
ticas públicas, al articular decisiones entre los niveles políticos y 
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técnicos. La capacidad de respuesta y adaptación de las personas 
que prestan el servicio público determinó el nivel de continuidad 
de las tareas y procedimientos estatales. Como se evidenció en los 
párrafos anteriores, la mayoría desempeñó sus funciones con in-
fraestructura tecnológica limitada, estrategias de trabajo impro-
visadas y sin capacitación previa. Así, tanto los directivos como 
sus equipos enfrentaron exigencias y demandas inusuales en este 
contexto (Diéguez, González y Zuvanic, 2020).

Durante la pandemia, las capacidades organizacionales, entendidas 
como la habilidad de desempeñar tareas con efectividad, eficiencia 
y sustentabilidad, fueron puestas a prueba en condiciones extraor-
dinarias que representaron un gran desafío en sus tres dimensiones: 
política, administrativa y relacional. Estas debieron adaptarse para 
resolver los problemas ocasionados por la emergencia. En este con-
texto, el uso de las tecnologías de la información y la comunicación 
(TIC) se incrementó y aceleró la transformación en la producción 
y entrega de bienes y servicios, así como en la gobernanza, al di-
versificar las posibilidades de intercambio y conexión entre actores 
(Grandinetti, Miller, Rosconi y Rodríguez, 2022).

3. Gobierno-Estado abierto

El gobierno abierto (GA) tiende a identificar, evaluar y caracterizar 
diferentes formas de integración ciudadana en el sector público a 
través del marco de la transparencia y el acceso a la información, 
así como mediante la colaboración y la participación (Mariñez, 
2016). En general, hay consenso en señalar tres pilares: transpa-
rencia, participación y colaboración (Lathrop y Ruma, 2010; Lee y 
Kwak, 2012). No obstante, en los últimos años, diversas personas 
autoras han incorporado la innovación y los datos abiertos como 
pilares adicionales del GA (Williamson y Eisen, 2016).

Un GA también se puede definir como aquel que entabla una con-
versación constante con la ciudadanía para conocer sus expecta-
tivas, toma decisiones basadas en sus necesidades y prioridades, 
facilita la colaboración entre la ciudadanía y el servicio público 
para el diseño y la prestación de los servicios, y comunica sus 
decisiones de forma abierta y transparente (Calderón y Lorenzo, 
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2010). Asimismo, se apoya en las tecnologías de la información y 
la comunicación (TIC) (Villoria, 2012).

El GA constituye una nueva forma de gobernar y gobernarse, que 
requiere un intercambio continuo entre el gobierno y la ciudada-
nía. Sin embargo, persisten retos relacionados con la reforma de 
la estructura de la Administración pública, la adecuación de mar-
cos institucionales y bases legales, la actualización de los sistemas 
de gestión, la capacitación del personal y el cambio cultural ne-
cesario para que la Administración responda a los nuevos contex-
tos. Estas reformas y cambios culturales son indispensables para 
que las promesas del GA tengan un impacto real en la mejora de 
la calidad de los servicios públicos (Trigo y Álvarez, 2017).

Esto implica también una transformación en las legitimidades 
políticas, técnicas y sociales de los actores no gubernamentales, 
así como en las organizaciones públicas, que operan en entor-
nos cada vez más complejos (Rainey, 2003). En este marco, el 
GA requiere que quienes ejercen la dirección pública trabajen de 
manera colaborativa, al facilitar y gestionar arreglos multiorgani-
zacionales para resolver problemas que no pueden ser abordados 
por una sola entidad (O’Leary y Vij, 2012; Mariñez, 2016).

En este contexto, en el que las y los directivos públicos deben ges-
tionar la complejidad de los asuntos públicos, surge la necesidad 
de evaluar si cuentan con las herramientas necesarias para enfren-
tar estos desafíos. El GA se configura como una alternativa via-
ble para la reforma de la gestión pública. Las personas en roles 
directivos deben lidiar con la complejidad e incertidumbre y este 
modelo de gobernanza incide de manera positiva en las prácticas, 
herramientas e instrumentos con los que cuenta la ciudadanía 
para ejercer vigilancia sobre quienes ostentan la autoridad y el po-
der público (Ramírez-Alujas, 2013).

Por ello, en un escenario de GA, quienes ocupan roles directivos 
deben enfocar su trabajo en tres esferas: la gestión estratégica, la 
gestión del entorno político y la gestión operativa (Moore, 1995). 
La dirección pública debe ser capaz de: 
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	• Habilitar la coproducción ciudadana de los bienes públicos. 

	• Movilizar recursos de la comunidad. 

	• Fomentar la utilización de conocimientos de personas expertas 
para el empoderamiento ciudadano.

	• Activar la deliberación pública.

	• Promover alianzas entre la ciudadanía, organizaciones de la socie-
dad civil e instituciones públicas.

	• Construir redes de gobernanza.

	• Transformar las culturas institucionales con énfasis en la colabo-
ración continua. y

	• Asegurar la rendición de cuentas entre los diversos actores involu-
crados (Siriani, 2009; Mariñez, 2016).

Una visión relacional del gobierno y, por ende, del liderazgo cola-
borativo, ayuda a generar oportunidades para mejorar la imple-
mentación de políticas públicas y fomentar el compromiso cívico. 
Quien lidera debe trabajar en conjunto con la ciudadanía para 
resolver problemas y promover redes de participación y colabora-
ción (Agranoff y McGuire, 2003). A su vez, el liderazgo relacional 
en una organización pública debe sustentarse en la confianza ins-
titucional, la transparencia, la disponibilidad de TIC y las compe-
tencias de colaboración (Mariñez, 2016).

Si bien la naturaleza del gobierno relacional requiere personal pre-
parado para la diversidad, la adaptación y la reinvención con el 
objetivo de responder a las demandas públicas, la gestión de redes 
puede verse obstaculizada por los cambios en los roles del per-
sonal público. Por lo general, este ha operado en organizaciones 
cerradas y jerárquicas, con reglas y procedimientos rígidos y una 
autonomía considerable con respecto a la sociedad. Por ello, es 
esencial que las y los funcionarios desarrollen habilidades y com-
petencias para gestionar redes multiorganizacionales y multisecto-
riales, lo que incluye capacidades para facilitar la participación, la 
interacción y el emprendedurismo (Aguilar, 2013; Mariñez, 2016).

Con ello, los líderes deben gestionar los siguientes componentes: 
la atracción y selección de personal con talento; la valoración de 
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las diferencias culturales del personal, generando un valor añadi-
do potencial; y la necesidad de instrumentos de políticas y pro-
gramas para la gestión de la diversidad en las prácticas cotidianas 
(Ashikali y Groeneveld, 2015; Mariñez, 2016).

En este ámbito, desde 2018, Ecuador se integró a la Alianza para 
el Gobierno Abierto (OGP, por sus siglas en inglés). Dicha Alianza 
fue creada en 2011 y se basa en la premisa de que los gobiernos 
deben ser más transparentes, inclusivos, participativos y respon-
sables para rendir cuentas a la ciudadanía, satisfaciendo así sus 
necesidades de forma más eficaz y equitativa (Naser, Ramírez-
Alujas y Rosales, 2018). Dentro de la Alianza, los gobiernos de-
ben cocrear planes de acción a partir de compromisos en diversas 
áreas de política. Fue así como el país elaboró su primer Plan de 
Acción para el período 2019-2021 y el segundo Plan de Acción 
para el período 2022-2024. Cabe destacar que estos procesos se 
reconocen como los más importantes a nivel nacional en cuanto 
al codiseño y cogestión de políticas públicas, llevados a cabo con 
la participación de la sociedad civil, la academia y el gobierno 
(Gobierno Abierto Ecuador, 2020). En el segundo proceso, se su-
maron otras funciones del Estado y niveles de gobierno.

De acuerdo con el dictamen del mecanismo de revisión indepen-
diente de la OGP, al final del período de implementación del pri-
mer Plan de Acción, cuyos compromisos se organizaron en cuatro 
áreas: datos abiertos, desarrollo de capacidades para la transpa-
rencia, empoderamiento ciudadano e innovación pública, se ob-
tuvieron resultados significativos. De las diez iniciativas, ocho se 
implementaron en su totalidad o alcanzaron un nivel sustancial de 
finalización, mientras que solo dos lograron un nivel limitado de 
implementación (Open Government Partnership, 2023). El avance 
total registrado en la estadística de compromisos alcanzó el 94 %.

Entre los principales resultados alcanzados, se destacan la ac-
tualización del Portal de Datos Abiertos, con un aumento signi-
ficativo en el número de conjuntos de datos disponibles y en las 
instituciones que los publican, así como la actualización de datos 
abiertos en materia de adquisiciones, lo que permitió acceder a 
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información sobre compras públicas de emergencia durante la 
pandemia de la covid-19. Además, se generaron dos planes na-
cionales con acciones concretas para la prevención y erradicación 
de la violencia contra las mujeres y las personas de la comunidad 
LGBTI+ (Open Government Partnership, 2023).

En relación con el segundo Plan de Acción, de un total de quin-
ce compromisos, siete corresponden al grupo temático de Estado 
Abierto, tres a iniciativas de transparencia y cinco a la participación 
ciudadana. El promedio de avance al finalizar el primer año alcanzó 
apenas el 35 %, debido a factores como la inseguridad en el país y 
coyunturas políticas como la “muerte cruzada”, decisión adoptada 
por el presidente de la República el 17 de mayo de 2023, que derivó 
en la disolución de la Asamblea Nacional y en la convocatoria a 
elecciones anticipadas tanto legislativas como presidenciales.

Cabe señalar que, en consonancia con lo expuesto, el Plan para la 
Creación de Oportunidades 2021-2025 incluyó entre sus políticas 
la denominada “15,2”, que busca impulsar un gobierno abierto que 
fomente la transparencia y el acceso a información oportuna y ac-
cesible para la ciudadanía. Asimismo, incorporó como lineamiento 
territorial el incentivo a la participación ciudadana en el ciclo de las 
políticas públicas, en articulación con los diferentes niveles guber-
namentales (Secretaría Nacional de Planificación, 2021).

Mientras tanto, el término 'Estado abierto' ha surgido para refe-
rirse a la voluntad expresada con carácter formal por gobiernos, 
parlamentos, cortes de justicia, organismos de control público y 
otras instituciones estatales o paraestatales de promover la aper-
tura de sus repositorios de datos, el acceso ciudadano a la infor-
mación, la participación ciudadana en las distintas fases del ciclo 
de las políticas públicas, la rendición de cuentas y, en general, el 
control social de la gestión pública (Oszlak, 2003; 2017).

En Ecuador, al igual que en otros países de la región, el grado 
de formalización de las estrategias de gobierno Estado abierto es 
relativamente bajo. Estas estrategias suelen estar impulsadas por 
personas líderes, políticas o directivas comprometidas con este 
enfoque (Gascó Hernández, 2017). Esto ha generado que, ante 
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los cambios de gobierno, se produzca una desaceleración en la 
gestión de los compromisos, dependiendo de las capacidades e 
intereses de las nuevas personas servidoras públicas.

Por tanto, una vez establecido un Grupo Núcleo de Estado 
Abierto mediante un Acuerdo Ministerial, una forma de garantizar 
la sostenibilidad y el fortalecimiento progresivo de este modelo 
de gobernanza, más allá de los compromisos en la Alianza para 
el Gobierno Abierto, es la promoción de competencias para su 
gestión como parte del perfil de quienes ejercen roles directivos en 
el sector público.

4. La transformación digital

La transformación digital es una prioridad para los gobiernos por 
su potencial para favorecer la transparencia, la rapidez y accesibi-
lidad de los servicios, y el incremento de la eficiencia en las insti-
tuciones públicas (Porrúa y otros, 2021). Esta viabiliza la atención 
y solución de diversos desafíos y problemas en la gestión y presta-
ción de servicios públicos. Por lo tanto, dado que el personal direc-
tivo impulsa la agenda digital, su liderazgo se convierte en un fac-
tor clave para el éxito (Pieterson, Baptista, Rosas y Franco, 2023).

En la actualidad, presenciamos una serie de innovaciones digitales. 
A partir de los macrodatos, los avances en capacidad informática 
y los desarrollos algorítmicos, se ha dado paso a la inteligencia ar-
tificial (IA) que, a su vez, impulsa nuevos canales de servicio, la au-
tomatización de procesos y la robotización del trabajo. Además, 
la realidad aumentada y virtual están creando nuevas formas de 
prestación de servicios. Por lo tanto, el servicio público enfrenta la 
necesidad de utilizar estas tecnologías (Pieterson, Baptista, Rosas 
y Franco, 2023).

De hecho, la adopción generalizada de dispositivos y aplicaciones 
digitales ha generado una oportunidad única para los gobiernos 
de la región. Con la infraestructura digital móvil, los gobiernos 
deben entregar servicios públicos digitales focalizados que abor-
den las necesidades específicas de la ciudadanía y generen valor 
para la sociedad. Al mismo tiempo, deben desarrollar sistemas 
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de software integrales para diferentes sectores. Sin embargo, los 
países de América Latina y el Caribe cuentan con una oferta des-
actualizada de aplicaciones digitales, y los servicios prestados no 
generan un gran valor para la sociedad (Cristia y Vlaicu, 2022). 
Los esfuerzos de Ecuador en materia de IA son casi inexistentes, 
por lo que el potencial de aprovechamiento de esta tecnología 
dependerá, entre otros factores, de una mejora en sus bases de 
digitalización (Gómez Mont et al., 2020).

En otro ámbito, Ecuador, al igual que otros países de la región, 
enfrenta desde hace décadas diversos retos en la gestión del ser-
vicio civil: el dimensionamiento de la nómina, la alta rotación de 
personal, el clientelismo político que afecta los procesos de selec-
ción y los limitados incentivos para el desarrollo de carrera, entre 
otros. Además, estos desafíos se intensifican con la transforma-
ción digital, ya que, para impulsarla, se necesitan especialistas di-
gitales. Asimismo, las instituciones y el personal deben adaptarse 
a los cambios que conlleva, ya que implica la modificación de nu-
merosos roles debido a la variación de productos, la introducción 
de nuevas herramientas tecnológicas y la eliminación de procesos. 
Por lo tanto, entre las opciones para atender esta nueva situación 
se encuentran la adaptación, la eliminación o el ajuste de cargos 
(Porrúa et al., 2021).

Las agendas de transformación digital y de gestión del talento 
humano en un gobierno deben estar estrechamente relacionadas, 
ya que para implementarlas es necesario contar con especialistas 
digitales y con personal del sector público que posea habilidades 
tecnológicas. Para lograr esta alineación, se requieren nuevas po-
líticas y procesos de gestión del talento humano. Sin embargo, se 
identifican algunas dificultades para dicha gestión en el contex-
to de la transformación digital, entre ellas: planificación ineficaz 
de la fuerza laboral; perfiles de puestos desactualizados, lo que 
implica que el personal no cuenta necesariamente con las com-
petencias requeridas; falta de flexibilidad en las modalidades de 
vinculación, lo que resulta contrario a la dinámica de la trans-
formación digital; sistemas de remuneraciones poco acordes con 
las exigencias del talento digital; y presupuestos limitados para 
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el subsistema de desarrollo (capacitación) (Lafuente y Molina, 
2018; BID-OCDE, 2020; Porrúa y otros, 2021).

Por su parte, la Estrategia Nacional Ecuador Digital propone que 
el país avance en conectividad, eficiencia, ciberseguridad, innova-
ción y competitividad. Asimismo, el gobierno ha mostrado interés 
en involucrar a distintos sectores para mejorar la digitalización del 
país, apoyando a la ciudadanía con internet gratuito y al sector 
empresarial con incentivos para el comercio electrónico (Gómez 
Mont, Del Pozo, Martínez Pinto y Martín del Campo Alcocer, 
2020). En concordancia con esto, y en el marco de la Política 
Nacional de Datos Abiertos, se creó un Portal de Datos Abiertos 
con la participación de los distintos sectores involucrados en el 
desarrollo de la iniciativa como parte del compromiso del Primer 
Plan de Acción de Gobierno Abierto.

Además, en materia digital, la oferta académica para la formación 
y la investigación juega un rol fundamental, ya que es en este sec-
tor donde se genera conocimiento sobre temas relevantes para la 
IA, incluyendo sus aspectos éticos y técnicos (Gómez Mont, Del 
Pozo, Martínez Pinto y Martín del Campo Alcocer, 2020). Sin em-
bargo, el panorama es complejo.

En una encuesta desarrollada por BID-Coplac en 20195, el 64 % 
de las 718 personas que ejercen roles de gerencia pública en 
Latinoamérica indicó haber participado en los últimos cinco años 
en un proyecto de tecnología que sufrió dificultades por falta de 
habilidades del personal responsable. El 51 % reconoció tener un 
déficit severo o muy severo de habilidades de análisis de datos, 
mientras que el 40 % identificó una falta de preparación en pro-
gramación y desarrollo de software. Además, el 84 % señaló que 
era “difícil” o “muy difícil” trasladar miembros de sus equipos a 
nuevos cargos en otra institución del sector público; el 67 % afir-
mó encontrar dificultades para trasladar personas a otros cargos 
dentro de su misma institución; y el 80 % reconoció la dificultad 
de reclutar personal de otras instituciones del sector público para 
sus equipos (Porrúa y otros, 2021).

5	 Acrónimo de la Comunidad de profesionales en Latinoamérica y el Caribe.
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Para cambiar esta situación, se debe implementar una visión estra-
tégica, revisar las agendas digitales y de talento humano, y ajustar 
la política pública. No obstante, el ente rector del sector público 
y las unidades de talento humano de las instituciones suelen des-
empeñar un rol más administrativo (Porrúa y otros, 2021). Como 
resultado, las tecnologías digitales no han sido capitalizadas en su 
totalidad por las instituciones del sector público para transformar 
su funcionamiento y su interacción con la sociedad. En cambio, 
los esfuerzos se han centrado en digitalizar los procedimientos 
existentes, en lugar de rediseñarlos o innovar. Además, las nuevas 
tecnologías, como la implementación de datos abiertos, suelen 
enfocarse más en su publicación que en su reutilización para la 
creación de valor (OECD, 2018; BID-OCDE, 2020).

5. El entorno VUCA6

El abordaje estratégico de las organizaciones está determinado, en 
gran medida, por la evaluación del entorno interno y externo en el 
que operan. Debido a los cambios, los entornos en los que actúan 
los gobiernos contemporáneos se caracterizan por su volatilidad, 
incertidumbre, complejidad y ambigüedad, conocido como en-
torno VUCA (Johansen, 2007). Quienes ejercen liderazgo han uti-
lizado este concepto para identificar, clasificar y analizar diversas 
condiciones cambiantes en sus respectivos campos. Otros lo han 
empleado como un modelo para diseñar e implementar estrate-
gias que les permitan enfrentar los desafíos actuales y prepararse 
para el futuro. En la actualidad, el sector público en su conjunto 
se desarrolla en un entorno VUCA, incluso en el momento en que 
las administraciones públicas no comprenden completamente 
cómo, dónde y por qué (Covarrubias, 2020).

Sin lugar a duda, la crisis de la covid-19 ha recordado que la vo-
latilidad, incertidumbre, complejidad y ambigüedad pueden ser 
la norma, no solo riesgos. Esta enorme complejidad del mundo 
actual requiere un enfoque sistémico y holístico que permita iden-
tificar interdependencias, analizar interacciones y comprender la 
naturaleza transversal de múltiples problemas públicos. Además, 

6	 Acrónimo por sus siglas en inglés de Volatility, Uncertainty, Complexity & Ambiguity.



Irma Jara-Iñiguez y Jenny Cedeño-Alcívar32

existen diversos problemas emergentes que están desbordando la 
capacidad de los gobiernos y que exigen cambios de fondo en los 
modelos que han guiado la gestión pública (Covarrubias, 2020), 
tales como crisis recurrentes que afectan la sostenibilidad fiscal de 
los gobiernos, dificultades en la implementación de políticas públi-
cas debido a la desconfianza ciudadana en las instituciones y crisis 
de representación política que obstaculizan la gobernabilidad.

Asimismo, la incertidumbre se agrava por la diversidad y división 
de los grupos de interés, lo que complica la relación entre las insti-
tuciones y quienes representan a un determinado problema públi-
co (Catalá y Cortés, 2019). El principal desafío del sector público 
en un entorno VUCA es superar la brecha de la complejidad, que 
implica gestionar el cambio sin afectar la provisión de servicios, 
los cuales están sustentados en regulaciones, estructuras, instru-
mentos y herramientas concebidos para un escenario distinto al 
actual (Castillo, 2021).

Son cuatro las características clave que definen este entorno. En 
primer lugar, se presentan acontecimientos perturbadores, es-
cándalos, crisis y conmociones, cuyo momento de aparición es, 
en apariencia, inesperado y cuya duración es incierta. La mayor 
interconexión global permite que incluso pequeños sucesos des-
encadenen crisis significativas, lo que aumenta la volatilidad (Van 
der Wal, 2017).

En segundo lugar, se producen transiciones abruptas de liderazgo 
que modifican de forma radical las políticas y programas en los 
que se ha trabajado durante meses o años. En muchos casos, falta 
información crucial para desarrollar escenarios sobre sus implica-
ciones y sobre las acciones a corto plazo. Debido a estas transi-
ciones, se experimenta mayor incertidumbre (Van der Wal, 2017).

En tercer lugar, las políticas públicas se diseñan e implementan 
cada vez más en colaboración con diversas partes interesadas, 
cada una con su propia agenda, visión y estilo. Además, se debe 
gestionar una fuerza laboral diversa en términos de género, edad, 
orientación y antecedentes, lo que dificulta abordar de manera 
efectiva múltiples problemas interconectados (Van der Wal, 2017).
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En cuarto lugar, existe una creciente presión para implementar 
soluciones innovadoras a medida que evolucionan las tecnolo-
gías y la ciudadanía exige mejores servicios. Sin embargo, quienes 
proveen soluciones, los expertos en política y los usuarios finales 
tienen objetivos diferentes y, en ocasiones, contradictorios. El am-
biente de experimentación está marcado por la ambigüedad (Van 
der Wal, 2017).

Ante esta realidad, las instituciones del sector público deben trans-
formarse para fortalecer su capacidad de adaptación al cambio 
constante. No es viable mantener organizaciones rígidas ni conti-
nuar diseñando políticas basadas en supuestos de entornos esta-
bles (Castillo, 2021). La comprensión del problema, el contexto y 
las interacciones entre actores es fundamental para generar res-
puestas adecuadas. Para desenvolverse en un escenario VUCA, se 
requiere una combinación de herramientas de gestión, recursos, 
estructuras e innovación que permitan: mejorar la agilidad para 
afrontar cambios inestables, reducir la incertidumbre mediante el 
acceso a información estratégica, adaptar la estructura interna a la 
complejidad externa y experimentar para definir nuevas estrategias 
en contextos inciertos (Bennett y Lemoine, 2014; Castillo, 2021).

En este entorno VUCA, en el marco de la globalización y la disrup-
ción tecnológica, los sistemas públicos afrontan desafíos y opor-
tunidades que deben ser asumidos desde el liderazgo público. No 
obstante, para gestionar estos cambios se requiere un modelo 
de gobernanza adecuado (Longo, 2019; Campos, 2021) y una 
función pública profesional, competente y eficaz, que fomente la 
confianza ciudadana en las instituciones y garantice el bienestar. 
Además, la función pública debe estar facultada y capacitada para 
responder a estos retos mediante la innovación (Campos, 2021).

La capacidad para enfrentar estos desafíos está directamente re-
lacionada con la gestión del talento humano. Es fundamental co-
nectar la administración con el empleo público, de manera que 
sea la demanda del servicio público la que determine el tipo de 
personal requerido, su nivel de capacitación y las destrezas y com-
petencias necesarias para su desempeño (Campos, 2021).
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Asimismo, la gestión de un panorama impredecible de partes inte-
resadas será una demanda clave para los directivos públicos. Los 
actores involucrados cuentan con una amplia gama de herramien-
tas mediáticas, oportunidades de recopilación de datos y redes 
dinámicas en las que operan. Las nuevas tecnologías y estructuras 
sociales permiten que estos actores asuman múltiples roles, a me-
nudo contradictorios (Van der Wal, 2017).

No obstante lo indicado, se evidencia una disminución constan-
te de la autoridad de las instituciones políticas y administrativas 
tradicionales. Ya no se considera que estas representen adecua-
damente las expectativas y necesidades de la ciudadanía, que 
muestra un creciente nivel de desconfianza (Van de Walle, Van 
Roosbroek y Bouckaert, 2008). Además, en la actualidad, la auto-
ridad enfrenta una mayor turbulencia, caracterizada por dinámi-
cas rápidas e impredecibles en las cuales quienes ejercen liderazgo 
público y las instituciones pierden legitimidad (Breslauer, 2002, p. 
13). A su vez, estas características de la autoridad se traducen en 
diversas demandas y dilemas en los entornos operativos internos 
y externos de los administradores públicos (Van der Wal, 2017).

Por lo tanto, cada vez es más difícil determinar cómo se confi-
gura el valor público en un entorno VUCA. El entorno de auto-
rización es crucial para ganar y retener legitimidad, y el apoyo 
ciudadano deviene más dinámico e impredecible que nunca (Van 
der Wal, 2017; Moore, 1995, 2013). Este contexto exige que la 
Administración pública hacia 2030 sea íntegra y centrada en la 
ciudadanía, con una burocracia ágil y eficiente en la atención de 
sus responsabilidades. Atender las necesidades de una sociedad 
compleja requiere un empleo público altamente capacitado; sin 
embargo, los perfiles actuales fueron definidos en el siglo pasado 
o a comienzos del presente, y la politización sigue siendo un obs-
táculo para la profesionalización de la función directiva. Así, este 
último aspecto debe abordarse en la agenda sin más dilaciones, 
con el fin de garantizar una mayor permanencia en los cargos, 
basada en criterios de mérito y capacidad (Catalá y Cortés, 2019).
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1. Caracterización del personal directivo público

La característica principal del personal directivo público radica en 
la relevancia de su posición dentro de la estructura organizativa. 
En este sentido, se podría definir como aquella persona que posee 
capacidad de liderazgo, formación específica y habilidades nece-
sarias para hacer funcionar de manera adecuada, bajo el man-
dato político del plan de gobierno correspondiente, el complejo 
aparato administrativo (Baz, 2015).

El personal directivo público se ubica en el nivel jerárquico supe-
rior (NJS) dentro de la Administración pública ecuatoriana. Este 
nivel comprende los cargos de mayor rango en la estructura jerár-
quica de las instituciones públicas. La clasificación de los cargos 
dentro del NJS puede variar según la estructura orgánica de cada 
institución. No obstante, está integrado por puestos con funcio-
nes y responsabilidades que involucran la toma de decisiones de 
carácter técnico y administrativo, cuyos titulares son responsables 
de la ejecución de políticas públicas, estatales, gubernamentales 
e institucionales. Comprende diez grados, que incluyen cargos 
como asesores, coordinadores de despacho, directores técnicos 
de área, gerentes, coordinadores generales, subsecretarios, vice-
ministros, ministros, vicepresidente y presidente (Ministerio del 
Trabajo, 2017). Cabe indicar que la estructuración y conforma-
ción del nivel jerárquico superior está a cargo del ente rector en 
materia de remuneraciones del sector público, en este caso el 
Ministerio del Trabajo (Presidencia de la República, 2011).

De forma complementaria, se define como funcionaria o funcio-
nario al servidor que ejerce un puesto excluido de la carrera del 
servicio público, sujeto a libre nombramiento y remoción por par-
te de la autoridad nominadora o con período fijo. Su puesto se 
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encuentra dentro de los grupos ocupacionales de la escala de re-
muneraciones mensuales unificadas del NJS. De manera general, 
un servidor es la persona que, en cualquier forma o a cualquier 
título, trabaje, preste servicios o ejerza un puesto, cargo, función o 
dignidad dentro del sector público, sea o no de libre nombramien-
to y remoción (Asamblea Nacional, 2010, Disposición General, 
Décima Octava).

Ahora bien, los niveles directivos públicos tienen, al menos, tres 
tipos de componentes: el político, el técnico o burocrático ope-
rativo y el mixto de técnicos de confianza política, que algunos 
denominan estrictamente directivo profesional para distinguirlo 
del técnico burocrático (Longo, 2013). En estos niveles se ejerce el 
liderazgo, se adoptan decisiones estratégicas de la Administración 
pública y se determinan las acciones estratégicas y las políticas 
públicas, así como su implementación y el manejo de recursos 
financieros públicos 

En cuanto a los ingresos del personal directivo, la ley establece 
que la escala de remuneración mensual unificada es expedida por 
el Ministerio del Trabajo. Esta escala determina el ingreso de las 
personas que ocupan cargos en la Presidencia de la República, 
la Vicepresidencia y otras posiciones en el NJS. Las personas que 
cumplen con los requisitos para ser consideradas en este nivel 
son incorporadas en los grados de valoración correspondien-
tes, de conformidad con los estudios y el dictamen favorable del 
Ministerio del Trabajo y del Ministerio de Finanzas (Asamblea 
Nacional, 2010, art. 100).

Respecto a la profesionalización, existe evidencia del fracaso de 
muchas estrategias debido a maniobras gubernamentales para 
otorgar cargos en función de la lealtad y no del mérito (Chudnovsky 
y Cafarelli, 2018; Oliveros y Schuster, 2018). De hecho, los go-
biernos han mostrado una fuerte resistencia a ceder espacios de 
empleo basados en la lealtad y la confianza, lo que ha limitado 
la competitividad en los puestos directivos, incluso a pesar de 
las regulaciones y recomendaciones en la materia (Oszlak, 2003; 
Grindle, 2012; Kopecký et al., 2016; Chudnovsky, 2017, 2021).
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Existe una larga tradición de personal de alto nivel en la 
Administración pública nombrado mediante clientelismo y pa-
tronazgo, reclutado fuera de la función pública y dependiente de 
actores políticos para conservar su empleo. Esta situación gene-
ra una respuesta rápida a los mandatos políticos, priorizando la 
imagen y promesas del político en turno por encima de la eficien-
cia en la prestación de servicios y la atención a las necesidades ciu-
dadanas, lo que afecta la generación de valor público (Lafuente y 
Manning, 2016).

En cuanto a la forma en que quienes ejercen cargos de dirección 
pública cumplen su mandato, un estudio realizado para el perío-
do 2012-2018 analizó los niveles técnico-políticos y técnicos con 
un tiempo promedio de ejercicio de dos años7. Se observó que 
el 63 % de quienes ocuparon estos cargos manifestaron un alto 
nivel de compromiso con el paradigma institucional preexistente, 
manteniéndolo sin cambios o fortaleciéndolo con el tiempo. A su 
vez, el 60 % expresó una creciente apertura a nuevas ideas durante 
su gestión, lo que sugiere una evolución en su enfoque estratégico. 
En cuanto a la obtención de información para la toma de decisio-
nes, el 53 % combinó fuentes internas y externas, mientras que un 
43 % se apoyó principalmente en los recursos informativos de su 
entidad (Jara Iñiguez, Cevallos y Cedeño, 2023).

Asimismo, un 63 % de estos directivos mostró un fuerte interés por 
tareas operativas, tendencia que se intensificó con el tiempo. En 
términos de cumplimiento de su mandato, en promedio lograron 
concretar los objetivos principales en un plazo de 16 meses. Sin 
embargo, el 57 % considera que no alcanzó los resultados ópti-
mos posibles y estima que habría necesitado, en promedio, 17 
meses adicionales. Por último, una de las principales preocupa-
ciones expresadas al concluir su gestión fue la posibilidad de que 
la organización retrocediera a prácticas anteriores, evidenciando 
una inquietud por la sostenibilidad de los cambios impulsados 
durante su dirección (Jara Iñiguez, Cevallos y Cedeño, 2023).

7	 A las encuestas respondieron coordinadores, directores técnicos de área u otros funcio-
narios de niveles relacionados. 
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En relación con los tiempos de permanencia, el personal directivo 
de las organizaciones públicas necesita utilizar el conocimiento 
resultante del aprendizaje organizativo para adoptar las mejores 
decisiones en favor de la ciudadanía. En este sentido, la memoria 
organizativa puede respaldar la toma de decisiones, lo que preser-
va el historial de la organización a través de las lecciones aprendi-
das, lo que constituye la base para futuras acciones (Jara Iñiguez 
y Cedeño Alcívar, 2022).

Un estudio sobre la Administración pública ecuatoriana en el 
período 2012-2016 evidenció la disponibilidad de artefactos y 
mecanismos para almacenar contenido de conocimiento e infor-
mación interna y formal, aunque con capacidades limitadas. No 
obstante, se identificó un bajo nivel de avance en la construcción 
de la memoria organizativa, y la ausencia de resultados significa-
tivos en el conocimiento relacionado con lecciones aprendidas y 
mejores prácticas organizativas. Estas limitaciones impidieron un 
aprendizaje organizativo sostenido, ya que, según Lehner y Maier 
(2000), sin memoria no hay aprendizaje (Jara Iñiguez y Cedeño 
Alcívar, 2022).

2. El marco de acción para el personal directivo público

El 'triángulo estratégico' postula que una estrategia eficaz de ser-
vicio público debe crear algo sustancialmente valioso (valor pú-
blico), ser legítima y políticamente sostenible, y ser operativa y 
administrativamente factible (Moore, 2000; Benington y Moore, 
2010; Osborne, 2021). Desde una perspectiva de participación, 
el valor público enmarca al gobierno como garante de los valores 
públicos y creador de valor, donde quienes ejercen el rol de direc-
tivos públicos desempeñan un papel central y activo al desarrollar, 
de forma creativa, propuestas sobre lo que es valioso (Benington, 
2011; Moore y Benington, 2011). La participación ciudadana, en 
forma de interacción política, también es fundamental para el va-
lor público y para la renovación democrática (Yang, 2016).

Quienes ocupan cargos de dirección pública cumplen sus acciones 
en ecosistemas de servicios públicos. Estos ecosistemas abarcan el 
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contexto social, las condiciones previas, el diseño, la producción, 
la coproducción y el uso de los servicios públicos. Por ello, poseen 
tres dimensiones del valor: valor en producción, valor en uso y 
valor en contexto, los cuales se crean en diferentes procesos. Es el 
entorno institucional del ecosistema el que genera las condiciones 
previas para que el valor sea creado o destruido (Osborne, 2021).

El valor en la producción se genera a través de la interacción entre 
el Estado y la ciudadanía durante el proceso de codiseño y co-
producción. Comprende tres elementos: experiencia/satisfacción, 
impacto y creación de capacidad. El valor de uso abarca los mis-
mos elementos, pero se genera si la ciudadanía utiliza un servicio 
público y se centra en el resultado final para la persona usuaria. El 
valor en contexto se produce cuando los recursos proporcionados 
por un servicio público se integran con las necesidades sociales o 
económicas de la persona usuaria y tienen un impacto en su vida. 
También se crea a través de la interpretación y aplicación de un 
servicio público en un contexto específico (Osborne, 2021).

En el ecosistema, quienes ejercen la dirección deben evaluar cómo 
las partes interesadas responderán a los planes y programas y, a 
su vez, cómo pueden ser guiadas en la dirección deseada para ad-
quirir legitimidad de intercambio e influencia (Suchman, 1995). 
Por ello, después de mapear las dinámicas y las interrelaciones 
de las partes interesadas, quienes ejerzan de directivos públicos 
deben idear estrategias para gestionar sus relaciones, con el fin 
de ampliar su base de apoyo y, al mismo tiempo, minimizar el 
número de opositores y su incidencia negativa en las estrategias y 
decisiones. En última instancia, la gestión estratégica de las par-
tes interesadas busca aumentar el respaldo, convenciendo a las 
partes indiferentes para que se conviertan en seguidoras o incluso 
defensoras (Van der Wal, 2020).

Se debe destacar que las personas en roles directivos técnicos o 
político-técnicos constituyen el enlace que permite la comunica-
ción entre el ámbito político y el operativo. Son quienes traducen 
las decisiones políticas en lenguaje comprensible para el personal 
y quienes transmiten a los actores políticos las opiniones de la 



Irma Jara-Iñiguez y Jenny Cedeño-Alcívar42

burocracia de forma que puedan entenderlas. Sin su labor, el cho-
que de valores y prioridades sería inevitable. Gracias a su función, 
ambos niveles de roles (político y técnico) pueden alcanzar siner-
gias y generar resultados positivos para la comunidad (Villoria, 
2009, p. 6).

Además, el marco de acción del personal directivo público en 
la planificación y ejecución de las políticas públicas y los planes 
gubernamentales adquiere especial relevancia, ya que de su éxito 
dependerá, en gran medida, del resultado electoral subsiguiente. 
No obstante, el marco de acción ideal es aquel en el que estos 
puedan desempeñarse de manera imparcial, lo que les permita 
distanciarse de las presiones del poder político en el ejercicio de 
su responsabilidad, sin descuidar su mandato legal y legítimo 
(Gorriti, 2010, p. 54).

3. Permanencia y rotación del personal directivo público

En general, en cuanto a la gestión del talento humano en el seg-
mento directivo, uno de los principales problemas identificados 
es la elevada rotación de personal, debido a su impacto negativo 
en la continuidad de las políticas. De acuerdo con un estudio del 
período 2012-2016, los índices de rotación de quienes ocupan 
cargos directivos políticos8 en Ecuador alcanzaron un promedio 
del 29 % semestral en las carteras más influyentes9 del gabinete 
(Jara Iñiguez y Cedeño Alcívar, 2019). Asimismo, la evidencia su-
giere que niveles elevados de rotación generan problemas para la 
consolidación de una dirección profesional efectiva (Jara Iñiguez y 
Cedeño Alcívar, 2020).

Existen múltiples hallazgos sobre los efectos perjudiciales de la ro-
tación del personal directivo público, entre ellos, la pérdida de co-
nocimiento y experiencia, la inestabilidad en la toma de decisiones, 

8	 Los cargos directivos políticos corresponden a ministros, viceministros y subsecretarios 
de Estado.

9	 Se seleccionaron los ministerios en función del presupuesto, su peso en el gabinete pre-
sidencial y su prestigio, así como en concordancia con las políticas públicas y los ob-
jetivos del Plan Nacional de Desarrollo. Los ministerios considerados fueron Finanzas, 
Interior, Defensa, Educación, Salud, Inclusión, Relaciones Exteriores y Electricidad.
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la baja calidad de los servicios prestados y la disminución en la 
continuidad y estabilidad institucional (Mor Barak, Nissly y Levin, 
2001; Hambrick, Finkelstein y Mooney, 2005; Corin, Berntson y 
Härenstam, 2016). En particular, la falta de continuidad en la 
gestión y en la implementación de políticas puede generar inefi-
cacia y dificultades para alcanzar los objetivos institucionales. 
Además, la transferencia de conocimientos y la implementación 
de buenas prácticas se ven obstaculizadas, lo que afecta el desem-
peño y la eficacia de las instituciones públicas (Corin, Berntson y 
Härenstam, 2016).

Por ello, se afirma que es urgente modificar los métodos de de-
signación del personal directivo público como un paso necesa-
rio para profesionalizar la administración, defender eficazmente 
el interés general en las instituciones públicas, terminar con las 
prácticas de cambiar a un alto número de profesionales cada vez 
que cambia el gobierno y nombrar a personas sin la capacidad 
necesaria para dicho cargo (Novales y otros, 2022). Sin embargo, 
en la práctica, se evidencian figuras de designación como el patro-
nazgo, que se refiere al poder de los actores políticos para nom-
brar de forma discrecional a las y los servidores (sobre todo del 
NJS), independientemente de sus méritos y, en algunos casos, a 
pesar de los procesos establecidos para tal efecto (Kopecký, Mair 
y Spirova, 2012; Panizza, Peters y Larraburu, 2023).

Las administraciones basadas en el patronazgo no tienen autono-
mía respecto de lo político y son una extensión del actor político 
partidista. Debido a su poder de veto sobre algunos segmentos 
del servicio civil, se caracterizan por una alta rotación, princi-
palmente de personal que no goza de un nombramiento regular 
(Zuvanic, Iacoviello y Rodríguez Gustá, 2010). No obstante, la re-
lación entre los niveles de rotación y el desempeño organizativo 
puede abordarse desde diferentes premisas según las investigacio-
nes. Una de ellas, la visión tradicional, sostiene que la rotación, 
en cualquier nivel, afecta el desempeño organizacional (Park y 
Shaw, 2013) y se relaciona de forma inversamente proporcional 
con este (Shaw, Gupta y Delery, 2005). Esto se explica porque, 
aunque las organizaciones pueden reemplazar al personal que se 
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retira, se requiere tiempo para que el reemplazo acumule niveles 
similares de conocimiento; además, se generan costos derivados 
de los procesos de reclutamiento, selección y capacitación (Park 
y Shaw, 2013).

Otra premisa sostiene que la rotación involuntaria puede mejorar 
el desempeño organizacional en niveles bajos a moderados, aun-
que lo perjudica en niveles altos. Esto se explica bajo el argumento 
de que la rotación conlleva más beneficios que costos en niveles 
bajos a moderados, ya que permite la vinculación de personal con 
nuevos conocimientos y la desvinculación de aquellos con bajo 
desempeño, además de disminuir costos de beneficios laborales. 
Sin embargo, cuando la rotación alcanza niveles moderados a al-
tos, los costos superan los beneficios y la relación entre niveles 
de rotación y desempeño organizacional adopta una forma de U 
invertida (Abelson y Baysinger, 1984; Meier y Hicklin, 2007; Park 
y Shaw, 2013).

En términos de aprendizaje, otra premisa establece que la rota-
ción es más perjudicial en niveles bajos a moderados, mientras 
que en niveles altos sus efectos pueden mitigarse. Esto se debe a 
que, cuando el nivel de rotación es bajo, se logra acumular co-
nocimiento, y el nuevo personal necesita tiempo y recursos para 
alcanzar dichos niveles. En contraste, cuando la rotación es alta, 
no se logra acumular conocimiento, por lo que el nuevo personal 
puede generar un conocimiento equivalente con mayor rapidez. 
Además, cuando los movimientos frecuentes del personal se con-
vierten en rutina, se pueden reducir los costos marginales de rota-
ción (Shaw, Gupta y Delery, 2005; Park y Shaw, 2013; Jara Iñiguez 
y Cedeño Alcívar, 2020).

Por otra parte, la rotación de quienes ocupan puestos directi-
vos puede dificultar el trabajo en equipo (Berman, Down y Hill, 
2002), lo que incrementa la probabilidad de dilaciones operati-
vas (Kacmar et al., 2006). Asimismo, puede afectar negativamente 
la percepción de la ciudadanía sobre el servicio público (Leland, 
Carman y Swartz, 2012; Cregård, Corin y Skagert, 2017). En todo 
caso, la permanencia en el cargo es crucial, ya que, si el personal 
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directivo ejerce su función por poco tiempo, es posible que no 
pueda contribuir de manera efectiva a su organización (Hess, 
1998). Mientras que, cuando un directivo permanece demasia-
do tiempo en el cargo, el liderazgo puede estancarse y resistirse a 
los cambios en el entorno organizacional (Miller, 1991; Petrovsky, 
James, Moseley y Boyne, 2017).

Otra preocupación en política es que el personal directivo que 
permanece demasiado tiempo en el poder tiene más probabilida-
des de desarrollar redes de relaciones corruptas. Sin embargo, una 
amenaza potencial en la identificación del efecto del tiempo en el 
cargo es que esto podría ser endógeno (Coviello y Gagliarducci, 
2017). La permanencia prolongada facilita la creación de redes 
clientelistas entre quienes ocupan los puestos directivos públicos y 
otros actores, como empresas privadas o grupos de interés, lo que 
puede socavar la imparcialidad en la toma de decisiones y favore-
cer intereses particulares en detrimento del bien común. Además, 
la larga permanencia de un mismo grupo en el poder puede deri-
var en la captura del Estado, donde las instituciones públicas se 
ponen al servicio de intereses privados.

En cuanto a la gestión de la rotación voluntaria y la capacidad 
para motivar y retener personal, hace más de una década, quienes 
ocupaban puestos directivos de nivel medio en el sector público 
disponían de remuneraciones más altas que en el sector privado 
(Carrillo, 2004; Strazza, 2015). No obstante, en la última década, 
los NJS han experimentado reducciones en sus escalas de remune-
raciones por motivos de austeridad fiscal, lo que ha sido posible, 
principalmente, por su condición de libre remoción.

En los últimos años, en 2019 se dispuso una reducción de hasta el 
10 % de la remuneración de esta franja, con algunas excepciones 
(Presidencia de la República, 2019). Previamente, se suspendió 
el pago de la remuneración variable por eficiencia (Ministerio del 
Trabajo, 2017; Jara Iñiguez y Cedeño Alcívar, 2020). En 2020, en 
el marco de la pandemia, se ordenó mediante decreto la reduc-
ción salarial del 50 % de las remuneraciones del presidente, vice-
presidente y ministros como aporte a la situación económica del 
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país (Presidencia de la República, 2020). Más adelante, en ese 
mismo año, se estableció una reducción del 16,66 % en las remu-
neraciones del presidente, vicepresidente, ministros y demás fun-
cionarios, conforme a la jornada especial diferenciada en el sector 
público, la cual se mantendría mientras subsistiera la normativa 
correspondiente (Presidencia de la República, 2020).

A pesar de que la Losep planteó el bono de remuneración variable 
por eficiencia para los NJS como un mecanismo de retribución 
complementario al salario, basado en la productividad y el ren-
dimiento, en la práctica, la fórmula de cálculo resultó en valores 
muy elevados y poco equitativos entre los diferentes niveles. Esta 
situación derivó en un ajuste al cálculo del bono10 y 11; sin em-
bargo, a pesar de dicha corrección, su aplicación fue suspendida 
(Jara Iñiguez y Cedeño Alcívar, 2020).

En definitiva, se sostiene que la dirección de la Administración 
pública debe ser compatible con la profesionalización de su ges-
tión y la aplicación de los principios de mérito y capacidad en la 
selección de personal para los cargos de nivel directivo (Novales 
y otros, 2022). Esto implica que los procesos de selección deben 
estar diseñados para garantizar la transparencia, la equidad y la 
inclusión, evitando nombramientos basados en criterios ajenos 
a las competencias necesarias para el cargo. Solo así se puede 
asegurar una dirección pública eficiente, orientada a resultados y 
comprometida con el bienestar de la ciudadanía.

4. Prospectiva de la dirección pública

En esta sección se revisará la prospectiva como una herramien-
ta que democratiza la construcción de políticas y que sostiene e 
innova la institucionalidad pública. Permite responder, anticipa-
damente, a las demandas sociales y vincular lo público con lo pri-
vado y con la sociedad de cara al futuro.

10	Acuerdo Ministerial MRL-2012-0094, publicado en el Suplemento del Registro Oficial   726, 
el 18 de junio de 2012.

11	Acuerdo MRL-2013-0137,publicado en el Registro Oficial Suplemento 069, el 29 de 
agosto de 2013, reformado por el Registro Oficial 618, el 29 de octubre de 2015.
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La prospectiva para el desarrollo tiene un carácter técnico y políti-
co. Es un ejercicio continuo y sistemático que invita a la reflexión 
y a la participación de los actores y la comunidad. El liderazgo 
del Estado es multinivel, abarcando desde el nivel nacional hasta 
el subnacional, como impulsor del destino y futuro de su pobla-
ción, sus instituciones y sus sectores. Mediante la prospectiva, se 
produce conocimiento anticipatorio al construir escenarios para 
la toma de decisiones y trabajar en políticas públicas en pro de un 
desarrollo sostenible (Ilpes-Cepal, 2024).

En la gestión pública, obtener una cultura de futuro para la insti-
tucionalidad requiere constancia, compromiso, liderazgo político 
y técnico, pero, sobre todo, voluntad política para comprome-
terse con los cambios deseados y responder a los desafíos, según 
señala Valeria Torres de la Cepal. Por su parte, Espinoza (2006, ci-
tado por Ilpes-Cepal) indica que la prospectiva permite construir 
el futuro, aportar en la planificación y en la toma de decisiones. 
Además, identifica amenazas y oportunidades, y ofrece alternati-
vas de acción con información de mediano y largo plazo. De esta 
manera, la prospectiva también propicia la participación colectiva 
para enfrentar el futuro (Ilpes-Cepal, 2024).

La prospectiva se ajusta al ámbito público y privado, tanto nacio-
nal como internacional. Para el sector público, es vital, en la pla-
nificación, crear políticas públicas y tomar decisiones estratégicas. 
Por ello, un aspecto a considerar en la prospectiva de la gestión 
pública es establecer modelos, sistemas y procesos de institucio-
nalización para la sostenibilidad institucional (Medina, Patrouille 
y Vitale, 2021), lo que garantiza la ejecución de acciones para el 
futuro deseado, tomando en cuenta los cambios políticos-insti-
tucionales e ideológicos en países del sur global (Souza, Cheaz y 
Calderón, 2001).

Sobre esa base, la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (Cepal), como ente catalizador de la economía y la plani-
ficación en la región, recomienda fortalecer las capacidades pros-
pectivas institucionales para que los Estados puedan anticipar y 
responder (Cepal, 2014). Una de ellas es la capacidad de retener 
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a las personas servidoras públicas que conozcan y practiquen la 
prospectiva en su gestión. La voluntad política, en la mayoría de 
los casos, recae en quienes toman las decisiones y en quienes ela-
boran políticas públicas.

La prospectiva en la gestión pública tiene un carácter temporal de 
largo plazo, pero también de mediano alcance. Articula los secto-
res, los niveles y los ámbitos locales, territoriales, subnacionales, 
nacionales e internacionales. Para promover la prospectiva del 
Estado y de las instituciones, es preciso vincular redes e intercam-
biar experiencias y buenas prácticas en la gestión y Administración 
pública. Por otra parte, la voluntad política y el liderazgo en pros-
pectiva son condiciones vinculantes en la gestión. El reconoci-
miento del sector público y privado, la academia y la sociedad 
en general sobre la funcionalidad de los estudios prospectivos es 
necesario para su incorporación como una práctica sostenida y 
esencial para el desarrollo.

También se debe mencionar una forma holística de la prospectiva, 
que permite tener un panorama integral para la toma de decisio-
nes desde diferentes dimensiones. Esta prospectiva estratégica es 
más sistemática, emplea valores morales como la ética y la integri-
dad, y se puede aplicar a temas económicos, religiosos, científicos, 
tecnológicos, culturales, de género, de salud, medioambientales y 
de cambio climático. Con ello, se pueden prever cambios en el 
mercado o en la tecnología, lo que permite innovar y mantenerse 
competitivos. Un ejemplo de ello es la sostenibilidad en la crisis 
climática. Tener una visión más acertada ayuda a anticipar el fu-
turo, pues este se diseña imaginándolo (Victoria, 2024).

Ahora bien, respecto a los desafíos de la prospectiva para la ins-
titucionalidad, es evidente que las sociedades sufren transforma-
ciones vertiginosas día a día. Los cambios constantes se hacen 
visibles en todas las áreas. La política, la economía, la sociedad, 
la cultura y la geopolítica exigen soluciones eficaces y oportunas 
(Medina, 2014). De ahí que cobra importancia la gestión estraté-
gica como capacidad del Estado para contar con alternativas para 
el futuro basadas en información y conocimiento (Ilpes-Cepal, 
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2024). La incertidumbre, la inestabilidad y el riesgo son desafíos 
constantes para los Estados, las sociedades, las empresas y los 
grupos. Imaginar el futuro genera incertidumbre, pero al mismo 
tiempo se convierte en una oportunidad para anticiparse y mini-
mizar posibles crisis. Tomar decisiones no es fácil en un entorno 
que puede transformarse si no se toman las medidas necesarias y 
oportunas (Medina, 2014).

Las acciones y decisiones que se planifiquen hoy serán las que 
repercutan en el futuro. La actualidad permite pensar y actuar 
conforme a las lecciones del pasado. La historia y las experien-
cias pasadas son útiles al momento de planificar, y aún más en 
el presente. Así, el futuro se define en el presente mediante las 
decisiones que se toman hoy, y este, a su vez, es el resultado de 
las decisiones del pasado (Medina, 2014). Toda decisión que se 
tome en el presente tendrá un impacto futuro. La prospectiva im-
pulsa a los Estados, a la empresa privada y a la sociedad a crear 
capacidades técnicas. En tal sentido, debe convertirse en una he-
rramienta para la producción de conocimiento y de información 
consensuada sobre el futuro, orientada a la formulación de políti-
cas públicas que fomenten un desarrollo sostenible. Es una estra-
tegia para anticiparse a las amenazas, aprovechar oportunidades 
y generar cambios. La prospectiva permite construir capacidades 
de respuesta y preparación (Medina, 2014).

La Cepal recomienda atender el desarrollo institucional generan-
do nuevas capacidades, visiones y valores prospectivos para en-
frentar entornos cambiantes (Cepal, 2023). La incertidumbre es 
una constante en los países de la región debido a su heterogenei-
dad en la composición (Cedeño-Alcívar, 2023). En este contexto, 
la prospectiva se torna complementaria para responder a los pro-
blemas estructurales y a la iniciativa internacional de considerarla 
una vía para proyectar el futuro. La solución requiere capacidad 
de anticipación y de articulación de políticas públicas, y de ac-
ción colectiva. Lo más importante es que estos desafíos no solo 
son problemas, sino también oportunidades (Medina, 2014). 
Con ello, destaca la importancia de contar con metodologías 
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plenamente probadas que permitan vislumbrar el panorama más 
idóneo para alcanzar mayor bienestar.

De esta forma, se enfatiza que la institucionalidad, como la ar-
quitectura del Estado y en el marco de una gobernanza moderna, 
requiere cambios estructurales, modernización, innovación, flexi-
bilidad y adaptación a los procesos. Contar con esta capacidad 
de resiliencia permitirá mayor agilidad, articulación y flujo de in-
formación e intercambio para la planificación, ejecución y toma 
de decisiones. En la gestión del cambio, la gobernanza anticipa-
toria promueve el equilibrio entre el Estado, la sociedad civil y el 
mercado. Incorpora y aplica sistemáticamente la anticipación me-
diante el análisis de políticas para el compromiso en la toma de 
decisiones. Permite al Estado generar las capacidades necesarias 
en la sociedad y promover una institucionalidad fuerte, creíble y 
resiliente. Si no se adoptan previsiones para el futuro de un país u 
organización, otros lo harán por nosotros (Perri, 2024).

En este sentido, la tendencia de la planificación en América Latina 
se basa en la prospectiva: “más que una moda, la prospectiva es 
una necesidad”. Es esencial tanto para el desarrollo como para el 
conocimiento teórico. Hoy, los estudios prospectivos constituyen 
una disciplina emergente cuya importancia radica en que “[...] 
generan conocimiento sobre la reducción y la gestión de la incer-
tidumbre frente a los cambios sociales” y ofrecen insumos para 
“[...] la toma de decisiones estratégicas [...]” (Medina, 2014, p. 
175). Esta herramienta cuenta con métodos propios que incluyen 
herramientas intelectuales y participativas, así como procesos y 
sistemas prospectivos. Además, promueve la acumulación de co-
nocimiento para la conformación de programas y el desarrollo 
sostenido de capacidades. Con el gráfico 1 se ilustra el alcance de 
la prospectiva, desde la planificación hasta las políticas públicas, 
para construir escenarios futuribles acordes con las realidades y 
necesidades.
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Gráfico 1
La prospectiva estratégica para una planificación estratégica

Fuente: elaboración propia.

La prospectiva en la gestión pública sirve para adquirir capacida-
des para gobernar. Lo que se pretende es construir un aprendizaje 
colaborativo y que sea una constante en la gestión pública de los 
gobernantes. Para propender a que la prospectiva forme parte inte-
gral de la planificación y la estrategia en la gestión pública, es nece-
sario avanzar en la revisión de factores externos como el modelo de 
desarrollo, el rol del Estado, la institucionalidad y la planificación 
para el desarrollo. En cuanto a los factores internos, se distingue el 
insuficiente conocimiento de la prospectiva, la necesidad de crear 
redes e iniciativas institucionales y la consolidación de una cultura 
que propicie la apropiación de la prospectiva (Cepal, 2014).

La evolución de la planificación ha dependido de la política, la vi-
sión del modelo de desarrollo y el rol del Estado (Cedeño-Alcívar, 
2023). Desde las últimas décadas del siglo pasado hasta la ac-
tualidad, la planificación se ha innovado en la región. La pros-
pectiva se ha incorporado a la planificación y a la gestión pública 
(Medina, 2014), aunque es necesario potenciarla y aprovechar sus 
fortalezas. Dicho esto, surgen las siguientes interrogantes: ¿cómo 
se articula la prospectiva con la gestión pública? y ¿por qué la 
prospectiva es importante en la gestión pública?

La prospectiva constituye una anticipación calificada como pre-
activa y proactiva para prepararse ante lo desconocido y provo-
car cambios deseados. La prospectiva y la estrategia son, casi 
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siempre, indisociables (Godet, Durance y Prospektiker, 2008; 
Mojica, 2019). En este sentido, el potencial de esta herramienta 
no tiene límites; al contrario, dinamiza la gestión mediante el uso 
e implementación de métodos vinculados a un espectro de posibi-
lidades reales para administrar y planificar el Estado.

Cuando se habla de gestión del Estado, se hace referencia al de-
sarrollo de la Administración pública mediante herramientas 
prácticas como la prospectiva. En este sentido, el potencial de 
esta herramienta no tiene límites; al contrario, dinamiza la ges-
tión mediante el uso e implementación de métodos vinculados a 
un espectro de posibilidades reales para repasar la pluralidad de 
futuros, estudiarlos y pensar en opciones para diseñar un futuro 
adecuado. El futuro es un espacio de múltiples posibilidades y al-
ternativas basadas en el conocimiento del presente (Cepal, 2023). 
Por ello, edificarlo es una tarea colectiva del presente, conscientes 
de que tendrá repercusiones en el mañana.

La prospectiva imagina el futuro en el largo plazo para reducir la 
incertidumbre actuando desde el presente (Ilpes-Cepal, 2024). Por 
ello, los escenarios se utilizan en lo público y en el sector privado 
para definir instrumentos de planificación, identificar oportuni-
dades políticas y técnicas, mejorar la planificación y proporcionar 
información clave para la toma de decisiones, a fin de contar con 
elementos de anticipación a las incertidumbres en sintonía con 
lo que propone el modelo VUCA. De esta manera, los escenarios 
ayudan a estimular la creatividad y a romper con la visión tradicio-
nal de enfocarse solo en los problemas presentes y de corto plazo 
(Ilpes-Cepal, 2024).

En la gestión pública, y en perspectiva con el modelo VUCA, el 
acompañamiento de la prospectiva es crucial porque ayuda al go-
bierno y a las instituciones a adaptarse a los cambios y consoli-
dar instituciones ágiles, democráticas e íntegras. La prospectiva 
permite que las organizaciones innoven, planifiquen, desarro-
llen políticas y se evalúen. Al utilizar herramientas prospectivas, 
pueden prepararse, anticiparse a problemas futuros y prevenir la 
corrupción, lo que evita la simple reacción ante una disrupción 
(Government of Canada, 2024).
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La modernización de las organizaciones requiere contar con ac-
ciones que propicien cambios para mirar su horizonte. Los cons-
tantes cambios debido a temas políticos, económicos, sociales 
o culturales merecen tratamientos innovadores y estratégicos. 
La actualidad de las instituciones invita a que, con una efectiva 
visión, se imagine su futuro y se trabaje para llegar a él. En los 
cambios estructurales, la prospectiva juega un rol determinante al 
proponer alternativas viables (León-Ramírez et al., 2023). Examina 
y encuentra respuestas sobre cómo evolucionarán los problemas 
mediante el análisis (Government of Canada, 2024).

En esta línea, la prospectiva en la gestión pública aporta de for-
ma amplia y organizada. La agenda pública de desarrollo para 
el futuro, sobre la base de un diagnóstico consensuado, identifi-
ca problemas y oportunidades de desarrollo, explora el futuro de 
manera colectiva y construye capacidades de diálogo, participa-
ción y negociación entre los actores (Ilpes-Cepal, 2024). La trans-
parencia en la Administración pública también va de la mano con 
la modernización. Determinar e implementar mecanismos moder-
nos y seguros para estar a la vanguardia y evolucionar hacia una 
administración abierta, colaborativa y transparente sintoniza con 
la idea de una gestión efectiva. En esta línea, la prospectiva coad-
yuva a pensar estratégicamente y a anticiparse a los inconvenien-
tes que vendrán si no se los estudia y prevé de manera creativa e 
inteligente para reducir su impacto (León-Ramírez et al., 2023).

Como parte de la agenda pública se encuentra la lucha contra la 
corrupción y los problemas éticos que se presentan, la falta de ac-
ceso a la información de forma segura y la escasa participación de 
la sociedad en los temas de la gestión pública nacional y regional. 
Todos ellos se pueden atenuar utilizando la caja de herramientas 
que ofrece esta línea prospectivista como una estrategia colecti-
va. De manera específica, Ecuador, en lo que va de este siglo, ha 
transitado por varias crisis políticas y económicas. El denomina-
dor común han sido los actos de corrupción en todos los niveles 
y poderes del Estado. La gestión pública ha sido influenciada por 
las ideologías o, en algunas ocasiones, por los escuálidos planes 
de los gobiernos del momento, que aprovechan la carencia de una 
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férrea visión de país que invite y empodere a los actores a trabajar 
por objetivos y principios de largo alcance, conforme lo estipulado 
en la Constitución de 2008 (Jara y Cedeño, 2019; Cedeño, 2023).

De esta manera, la articulación de la prospectiva, la planificación 
y las políticas públicas brinda al Estado y a la sociedad compe-
tencias de inteligencia colectiva para ampliar sus límites del co-
nocimiento estatal y ciudadano. Desde la visión del Estado, la 
ciudadanía se empodera con información y se involucra en la eje-
cución de políticas para coordinar acciones y expandir sus hori-
zontes sobre los cursos de acción y el uso de recursos colectivos 
(Medina, Becerra y Castaño, 2014).

Dicho lo anterior, se afirma que en la gestión pública es funda-
mental el fomento y la práctica de una cultura institucional antici-
patoria, que mire al futuro con anhelo. La capacidad de respuesta 
de servicios modernos con instituciones más eficientes se verá re-
flejada en la aceptación de la ciudadanía. Una comunidad que 
observe a las personas del servicio público comprometidas con 
la gobernabilidad, instituciones eficientes y gobernantes respon-
sables y éticos reconocerá la buena gestión y se dispondrá a ser 
más receptiva al cambio y a colaborar con los objetivos del Estado 
(León-Ramírez et al., 2023). En todas estas acciones, la prospec-
tiva permite facilitar estrategias certeras tanto para los gobiernos 
como para los ciudadanos.

Agregado a lo anterior, se afirma que, en una época de crisis se-
curitaria, económica, política y social en el ámbito nacional, pero 
también en lo regional, las personas responsables de la toma de 
decisiones en la alta gerencia se enfrentan a grandes desafíos. La 
prospectiva como herramienta en la gestión pública es una opción 
en la Administración pública para los altos directivos. La cons-
trucción del horizonte futuro es esencial en las acciones y, sobre 
todo, en las propuestas y proyectos que emanen de instituciones 
del Estado. La agenda pública reviste importancia si se basa en 
visiones del futuro mediante la prospectiva estratégica (Medina, 
2020), porque aporta a fortalecer la toma de decisiones y accio-
nes en la alta gerencia.
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En este sentido, los métodos prospectivos para mirar el panorama 
que está por venir permiten contar con estudios para visionar con 
mayor objetividad el futuro para la toma de decisiones estraté-
gicas y la creación de políticas. Abren espacio para generar un 
amplio debate con la participación de actores multisectoriales. 
Se constituyen en un puente sinérgico porque atraen la participa-
ción colectiva por sobre los intereses individuales, pues propende 
a crear el bienestar del Estado, las instituciones, los grupos y, en 
general, de la población actual y del mañana (Medina, 2020). La 
visión de futuro y la acción estratégica de anticipación son atribu-
tos distinguidos en el liderazgo.

El personal directivo tiene entre sus funciones la potestad de vi-
sionar, decidir y ser estratégico en la construcción y gestión de 
políticas públicas. La falta de una perspectiva innovadora puede 
conducirle a cometer errores y continuar en la misma línea de sus 
antecesores. Si se dice que el presente es fruto de las decisiones 
que se tomaron en el pasado, el futuro será el efecto de las ac-
ciones y decisiones del hoy. La inserción de la prospectiva en los 
procesos administrativos aligera la pesada gestión por la respon-
sabilidad de las altas funciones (Medina, 2020).

Los roles del gestor público implican: toma de decisiones y capa-
cidad de innovar; roles interpersonales con un liderazgo efecti-
vo; roles informativos, proporcionando espacios de diálogo y la 
participación de los actores en la toma de decisiones. Por ello, es 
necesaria la formación y consolidación de actores empoderados 
para entender y enfrentar los desafíos nacionales e internaciona-
les y con una gran sinergia para articularse a nivel nacional e in-
ternacional (Medina, 2020). Estos directivos tienen la capacidad 
de reflexionar sobre el futuro deseado ante situaciones comple-
jas y apuntalar un futuro económico, político, social y cultural 
multinivel (territorios, instituciones, grupos, etc.) y multisectorial 
(político, económico, social, cultural, ambiental, etc.). Por la im-
portancia y trascendencia de sus decisiones, necesitan rodearse de 
equipos inter y transdisciplinarios, así como multidimensionales, 
capaces de encontrar respuestas acordes a las necesidades territo-
riales, nacionales y regionales (Medina, 2020).
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En consecuencia, mediante la caja de herramientas que brinda la 
prospectiva, los directivos pueden planificar organizando, siste-
matizando y siguiendo una metodología que permita disminuir 
riesgos futuros y contar con mayores capacidades para la incerti-
dumbre. La prospectiva estratégica sirve para diseñar la ruta para 
alcanzar el futuro deseado. Entonces, el desafío de quienes ejercen 
los roles técnicos, de planificación y de toma de decisiones con el 
futuro es alcanzable si se visiona responsablemente con el Estado, 
con su territorio, con sus instituciones y con sus ciudadanos, en-
focándose en la creación de oportunidades con un horizonte que 
legitima sus decisiones de hoy (Medina, 2020).

Ahora bien, para cambios estructurales en la conducción adminis-
trativa del país y en su agenda de desarrollo es imprescindible ge-
nerar capacidades estatales e innovar. Legitimar una propuesta de 
largo alcance implica, primero, la convicción de la importancia de 
contar y, sobre todo, de mantener sostenidamente, una visión de 
país (Cedeño-Alcívar, 2023); de despojarse de ideologías radica-
les, de intereses individuales y de grupos; de concienciar a las élites 
económicas y políticas (Chiasson-LeBel, 2020); y de erradicar la 
corrupción y la inseguridad como principales aspectos. Segundo, 
generar capacidades en las personas que actúan como tomadoras 
de decisiones, en quienes gobiernan y en los diferentes actores, 
como paso primordial en una agenda común y de país. Como un 
desafío para el desarrollo, el liderazgo en los directivos públicos 
para la buena gobernanza tiene gran relevancia por la transforma-
ción económica y su repercusión, ya que los altos directivos son 
pieza clave en la estrategia para el desarrollo (Weiguang, 2016).

Aquí, el liderazgo prospectivo es vital y la formación de los altos 
directivos públicos es pieza fundamental en la conducción de la 
gestión pública. A modo de ejemplo, Colombia cuenta con una 
iniciativa promovida desde los valores para capacitar a los direc-
tivos en los municipios (Lafuente y Manning, 2016). Participa 
de mercados internacionales de servicios públicos mediante las 
Empresas Públicas de Medellín (EPM), proporcionando servicios 
públicos de energía eléctrica, agua potable, saneamiento bási-
co, gas natural, telecomunicaciones y recolección y manejo de 
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residuos sólidos en toda la región. La formación de líderes para el 
manejo de los servicios públicos es fundamental en el giro del ne-
gocio; para ello, cuenta con la formación en valores, conocimien-
tos y habilidades en su escuela de liderazgo EPM (Rúa, 2016).

Además, la generación del conocimiento, como una realidad glo-
bal y punto inaplazable de política pública con un trazado hori-
zonte desde las altas esferas, es un tema pendiente de concertar, 
al igual que la ciencia, la tecnología y la innovación (Cepal, 2022). 
A pesar de los escasos esfuerzos, estos sugieren ser priorizados 
como política de Estado en la agenda nacional. Es importante la 
memoria colectiva que se genera en la construcción del conoci-
miento con proyectos y programas materializados para atender 
amplios sectores y grandes problemas. Por ello, se debe pensar 
en la armonización de las necesidades con los sectores, actores 
e intereses y en la intervención del Estado desde un rol de faci-
litador y unificador de los consensos y las decisiones (Paredes y 
Maldonado, 2023). En este cometido, el papel del personal di-
rectivo público se convierte en el artífice que hace posible que se 
alcancen los propósitos. Las herramientas que tiene en sus manos 
le dan la certidumbre para operativizar los proyectos y acciones 
con un enfoque de futuro y de largo alcance.

En el ámbito de los actores, su participación multinivel, multisec-
torial y multidimensional garantiza la sostenibilidad de iniciativas 
de país. Se debe pensar en transformar el país de manera sosteni-
da. Esto implica pensar local y globalmente en la mitigación del 
cambio climático con un trabajo conjunto: en brindar servicios 
de salud de calidad y una educación futurista centrada en valo-
res; en invertir en ciencia, tecnología e innovación; en propiciar el 
intercambio comercial; y en apostar por la seguridad integral y la 
seguridad alimentaria.

Otra cuestión es la creación de capacidades en torno a los re-
cursos naturales que se poseen y aspirar a un crecimiento verde, 
pensando en las actuales y nuevas generaciones, que combine po-
líticas de movilidad sostenible, diálogo, apropiación, alianzas e in-
novación institucional. La sinergia entre lo público, lo privado y la 
sociedad civil requiere un diálogo continuo junto a una renovada 
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institucionalidad. Con la tabla 1 se muestra el aporte del cono-
cimiento y la práctica de la prospectiva en sectores considerados 
estratégicos para el Estado.

Tabla 1
Capacidades institucionales en prospectiva para el desarrollo  

y desafíos futuros

Sectores con 
desafíos

Capacidades Objetivos
Aportes a la gestión 

pública

Productivo Conocimiento del entor-
no nacional, de los cam-
bios y dinámicas interna-
cionales.

Enfocar el desarrollo en 
el ámbito interno/exter-
no de acuerdo con las 
capacidades del país y de 
los grupos productivos.

Políticas para el sec-
tor productivo acor-
des con el desarro-
llo del país a largo 
plazo.

Científico y tec-
nológico

Planificación por sectores 
y niveles en pro del desa-
rrollo del Estado.

Tener un sistema nacio-
nal de ciencia, tecnolo-
gía e innovación de largo 
plazo en sintonía con el 
desarrollo deseado.

Políticas de ciencia, 
tecnología e innova-
ción para un desa-
rrollo sostenible.

Social (edu-
cación, salud, 
etc.)

Desarrollo de conoci-
mientos y destrezas en la 
población.

Generar capacidades pa-
ra dotar al ciudadano de 
herramientas cognitivas y 
sanitarias.

Políticas públicas 
direccionadas a la 
población en fun-
ción de los planes 
de desarrollo.

Medioambiente Capacitación con herra-
mientas estratégicas para 
afrontar la amenaza del 
siglo XXI.

Concienciar sobre el 
cambio climático y desa-
rrollar capacidades para 
su mitigación y cuidado.

Programas articula-
dos con el cumpli-
miento de los ODS.

Político (demo-
cracia)

Construcción de espacios 
efectivos que permitan la 
resiliencia y eviten cam-
bios drásticos ante reno-
vaciones de gobiernos.

Fortalecer la democra-
cia para sociedades sos-
tenibles.

Planes y programas 
sólidos y sostenibles 
en el futuro.

Fuente: elaboración: propia. 

Entonces, corresponde al Estado y su gobierno generar capacida-
des ciudadanas e institucionales para responder al avance tecno-
lógico. Bitar (2014) señala la urgencia de construir capacidades. 
En este propósito, la prospectiva sirve para articular los tres niveles 
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revisados por Medina et al., ya que promueve la coalición en torno 
a las políticas públicas y viabiliza una visión más estratégica que 
conforma la agenda pública. De este modo, se adquiere un com-
promiso en la construcción de la ruta.

Mientras tanto, en el plano de la gestión pública internacional, 
para trascender del entorno nacional al internacional, una tarea 
fundamental del Estado es pasar de acciones puntuales y de corto 
plazo a iniciativas diversas que se articulen con otras áreas y polí-
ticas públicas, con un horizonte más amplio. La costumbre en la 
creación de instrumentos políticos suele quedar en los planes sin 
trascender a las instituciones y al territorio, lo que impide generar 
un compromiso nacional con una visión de país a largo plazo. 
Dicho de otra manera, en la gestión pública se busca articular el 
nivel micro con el meso, lo que se logra mediante la intervención 
de la prospectiva en la gestión pública (Medina, 2014). La inten-
ción es ampliar el alcance de las acciones y políticas, vinculándo-
las con la demanda de los sectores y considerando los fenómenos 
económicos, sociales, tecnológicos y políticos (Mojica, 2019), así 
como los planes de desarrollo.

En la administración y en la construcción de políticas públicas, 
los tres niveles estratégicos son macro (nación), meso (institucio-
nes, regiones) y micro (proyectos y organizaciones). Si se analiza 
la política global (política mundial o macropolítica) y el aporte 
de cada país, es crucial reconocer sus estrategias de desarrollo 
(Cristo, 2003). A nivel interno, se debe considerar la ruta hacia 
un futuro de mediano o largo plazo, y la prospectiva proporcio-
na elementos clave para la construcción de políticas públicas y la 
toma de decisiones. Esta herramienta se enfoca en alcanzar las 
metas establecidas en los objetivos del plan nacional y en los pla-
nes de desarrollo territorial. Además, responde a la estructura de 
un modelo de desarrollo endógeno y exógeno del país, buscando 
concertar y armonizar las políticas públicas con la agenda de de-
sarrollo planteada (Mojica, 2019).

En el siglo XXI, Ecuador ha enfrentado una serie de acontecimien-
tos que han dificultado su desarrollo de manera sistemática, sos-
tenible y efectiva. Factores como la inseguridad, la corrupción a 
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todos los niveles y la inestabilidad en las decisiones políticas, eco-
nómicas y sociales han permeado la institucionalidad. A esto se 
suma la desecuritización12 de la agenda pública (Casado, 2018) 
en temas fundamentales para el presente y el futuro, como la pre-
vención y educación en desastres naturales, la depredación de 
los recursos naturales, la extracción indiscriminada de minerales, 
la educación y la salud. El país enfrenta numerosos retos y, sin 
un norte fijo y sostenido con proyecciones a largo plazo, la bre-
cha con sus pares en la región seguirá ampliándose, como ya ha 
ocurrido.

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
plantea una mirada futurista global, en la que los países asuman 
nuevos retos de cara a un futuro en acelerada construcción. Con 
la Cumbre del Futuro, de septiembre de 2024, se adoptaron ac-
ciones para un pacto por el futuro. La inclusión en su agenda de 
temas centrales como el Pacto para el Futuro, el Pacto Digital 
Global y la Declaración sobre las Generaciones Futuras ha marca-
do nuevos desafíos, que responsabilizan a los países a asumir ac-
ciones más contundentes, tanto mediatas como inmediatas, para 
avanzar (PNUD, 2024).

En lo particular, al hablar de agendas nacionales, Ecuador, solo 
en lo que va de este siglo, ha pasado por varios planes, unos con 
mayor énfasis en la participación del Estado, sus actores sociales y 
productivos, y otros reducidos a la mínima expresión social, en los 
que el interés recae en la liberación del mercado (contrastar con 
los planes de desarrollo de Senplades, 2007, 2009, 2013, 2017; 
Secretaría Nacional de Planificación, 2021, 2024). El resultado es 
que no han logrado calar a fondo en la mente de quienes ejercen 
la dirección política ni en las agendas públicas para su continui-
dad como políticas de Estado. Tampoco se ha analizado el empo-
deramiento ciudadano ni la visión de largo plazo en función del 
interés nacional (Claramunt, 2022; Cedeño-Alcívar, 2023).

12	La desecuritización es un concepto en construcción. Un posible acercamiento es el si-
guiente: “proceso mediante el cual los asuntos que habían pasado a la pista rápida al 
ser securitizados vuelven a la agenda política ordinaria, donde nuevamente son trata-
dos de acuerdo con las normas establecidas” (Casado, 2018, p. 60).
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Cada gobierno ha impuesto su propia hoja de ruta en cuanto al 
desarrollo sin considerar cuánto se ha avanzado ni qué se debería 
mantener con miras a alcanzar los objetivos nacionales e interna-
cionales. No se ha priorizado la intervención donde se requiere 
ni se han fortalecido los grandes intereses de la población y la 
institucionalidad para la gestión. En estas más de dos décadas 
del siglo XXI, se han sucedido varios planes de desarrollo naciona-
les, múltiples cambios institucionales en materia de planificación 
y enclaves políticos sin una visión clara de un mejor futuro para 
los más desprotegidos y las clases medias que aportan a la eco-
nomía. Los intermitentes modelos de desarrollo se evidencian en 
cada plan, pero carecen de una sólida visión de país que mire po-
lítica y técnicamente al futuro (Cedeño-Alcívar, 2023). Ante gran-
des desafíos globales, el contrapeso se inclina hacia la necesidad 
de cambios estructurales.

La bisagra de la gestión pública como Estado con visión futurista 
deja espacios que son aprovechados por el gobierno del momento 
y su ideología política, imponiendo su propia agenda de gestión y 
relegando o debilitando la visión de largo plazo del país en favor 
de intereses particulares. No se trata de tener instituciones públi-
cas más grandes o reducidas; el tamaño institucional no garantiza 
eficiencia, sino la visión estratégica del Estado y de quien ejerce el 
liderazgo público, proyectando programas enfocados en el bien-
estar común, con instituciones preactivas y proactivas (Medina, 
2014; Mojica, 2019).

Además, Ecuador enfrenta retos internacionales simultáneos en 
el presente y con proyección al futuro. Tiene dos grandes derro-
teros por delante: los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y 
el Acuerdo de París, ambos asumidos en 2015, que obligan a los 
países a cumplir responsabilidades. La agenda pública internacio-
nal impulsa la necesidad de mirar con atención la conservación 
del planeta para la supervivencia. En tal virtud, el Acuerdo de París 
sobre cambio climático y medioambiente exhorta a reducir las 
emisiones de gases de efecto invernadero, mientras que los ODS 
y su Agenda 2030 promueven acciones urgentes para alcanzar el 
bienestar, la equidad, la paz, la reducción de la pobreza y el uso 
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sostenible de los recursos naturales (PNUD, 2024b). Asimismo, 
existen factores externos que impactan en el país, como los ám-
bitos comercial y económico (Otero y Steinberg, 2019; North, 
2020; Lechuga y Leyva, 2020; UBA, 2022). Por ello, es fundamen-
tal mirar más allá del presente y anticiparse a los desafíos futuros.
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Los desafíos para la dirección pública  
en Ecuador

1. Capacidades estatales

Si al Estado le corresponde ser uno de los principales ejecutores 
de la apertura democrática, ciudadana y participativa, entonces, 
debe tener la capacidad, operada desde la Administración públi-
ca, para canalizar las protestas legítimas de los sectores de la so-
ciedad afectados por las decisiones políticas o por la calidad de la 
gestión y prestación de servicios públicos. Al mismo tiempo, debe 
garantizar el orden social que permita el ejercicio de la libertad 
ciudadana (Castillo, 2020).

Sin embargo, los gobiernos ven limitada y disminuida su capaci-
dad de gestión y también su iniciativa política debido a situacio-
nes que reducen su margen de acción y la posibilidad de impulsar 
la agenda. Esto puede suceder, por un lado, cuando tienen una 
marcada debilidad política, al no contar con una mayoría legis-
lativa propia o con el respaldo político y de votos en la Asamblea 
Nacional que les sea suficiente para legislar en función de sus pro-
yectos o cuando tienen dificultades para alcanzar los consensos 
necesarios debido a la alta fragmentación partidista y a la pola-
rización que se produce en los extremos del espectro ideológico 
(Malamud y Núñez, 2021).

Por otro lado, la insatisfacción ciudadana creciente, que se mani-
fiesta en amplias movilizaciones y protestas permanentes, puede 
derivar en un constante fracaso de las distintas iniciativas gu-
bernamentales y en la paralización de los proyectos de reforma 
orientados a la solución de problemas. Esto último contribuye 
al desgaste del gobierno y a su agotamiento político, que, suma-
do al déficit de recursos financieros, económicos y sociales para 
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afrontar las demandas de la población, se traduce en un estrecho 
margen de acción (Malamud y Núñez, 2021).

En este contexto, en el marco de la Agenda 2030 y los ODS, se 
plantean desafíos para la prestación de los servicios públicos, ta-
les como el amplio alcance e interconexión, el compromiso a largo 
plazo y la contextualización como una oportunidad. En esta línea, 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OECD, por sus siglas en inglés) ha identificado las habilidades 
que necesitan los servicios civiles y las estrategias que pueden 
adoptar para alcanzarlas. Esto incluye cuatro áreas de habilida-
des conectadas: desarrollar políticas, trabajar con la ciudadanía, 
colaborar en redes, y encargar y contratar. Asimismo, contempla 
tres categorías de habilidades específicas: la orientación estraté-
gica, las capacidades de innovación y la experiencia profesional 
(Lindberg y Soria Morales, 2021).

Además, con un enfoque en el rol de los altos funcionarios pú-
blicos, un análisis complementario identificó cuatro capacidades 
de liderazgo comunes para el desempeño en el sector público, 
junto con las políticas, procesos y herramientas necesarios para 
desarrollarlas. Estas son el liderazgo basado en valores, la inclu-
sión abierta, la gestión organizacional y la colaboración en red 
(Gerson, 2020). Es relevante adoptar un enfoque de gestión que 
opere transversalmente en convergencia con los ODS y con co-
herencia entre las áreas de políticas, mantenga el compromiso 
con la ciudadanía fortaleciendo su retroalimentación, viabilice la 
integración de principios de evaluación en el ciclo de las políti-
cas públicas incluyendo su impacto en la sostenibilidad y utilice 
los conocimientos estadísticos para la formulación de políticas 
(Lindberg y Soria Morales, 2021).

Por ello, disponer de un gobierno directivamente eficaz es una ne-
cesidad urgente, lo que implica dotarlo con las capacidades nece-
sarias para gobernar. Esta eficacia se demuestra y valida mediante 
los resultados reales y la generación de valor público que produ-
cen las decisiones y las acciones que ejecuta el gobierno (Aguilar, 
2010).
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2. Déficit de liderazgo

Un ambiente de incertidumbre exige el compromiso e involucra-
miento activos de las personas servidoras de las organizaciones 
públicas. Este compromiso e involucramiento requieren de líderes 
y lideresas. Sin embargo, durante las tres últimas décadas se ha 
detectado una crisis de liderazgo político, además de una evidente 
obsolescencia de los aparatos administrativos.

Si en el sector público se enfrentan problemas complejos (perver-
sos) que requieren una respuesta colectiva; entonces, se sostiene 
que el liderazgo público debe reflejar un estilo de liderazgo colec-
tivo, en el que la responsabilidad de quienes lideran se distribuya 
dentro de cada organización y se comparta entre otras organiza-
ciones o instituciones (Brookes y Grint, 2010).

Dado que la esfera pública está afectada por una creciente des-
confianza en las instituciones y liderazgos públicos, una amplia 
apatía, un continuo malestar sociopolítico y una profunda crisis 
de los partidos políticos (Jiménez-Díaz, 2013; Mair, 2015), se re-
comienda indagar, considerando el contexto, cuáles son las fuen-
tes de significado, credibilidad y confianza. Esto contribuiría a la 
orientación de quienes lideran y de la ciudadanía, además de esta-
blecer criterios de priorización de los valores a seguir en la acción 
política y en el proceso de elaboración de las políticas públicas 
(Jiménez-Díaz, Ruiloba-Núñez y Collado-Campaña, 2021).

No obstante, la crisis sanitaria y económica a partir de 2020 evi-
denció la fragilidad de las instituciones y la falta de una visión 
clara para el país. Además, la polarización política y la fragmenta-
ción de la Asamblea Nacional han impedido construir consensos 
e implementar políticas públicas eficientes. En consecuencia, en 
Ecuador se ha evidenciado la ausencia de un liderazgo político 
efectivo. Al respecto, se observa una carencia de líderes y lideresas 
capaces de:

	• Unir al país, dado que la polarización política y la fragmentación 
social dificultan la construcción de consensos y la implementa-
ción de políticas públicas eficientes. 
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	• Articular una visión clara, ya que su ausencia se traduce en una 
gestión pública sin rumbo fijo. 

	• Gestionar eficazmente las instituciones, pues su debilitamiento 
limita la capacidad del Estado para responder a las necesidades 
de la población. 

	• Atender las demandas ciudadanas, lo que se refleja en la baja 
confianza en las instituciones y en el aumento de la conflictividad 
social.

Quienes ocupan los cargos de alta dirección tienen un papel fun-
damental en la definición de la orientación estratégica. Sin em-
bargo, existen distintos niveles y formas de liderazgo que pueden 
identificarse y articularse de manera colectiva. El liderazgo no se 
trata de individualismo, sino todo lo contrario: consiste en ge-
nerar condiciones para que los miembros de la institución o, en 
un ámbito más amplio, en el interinstitucional, contribuyan acti-
vamente. Su propósito es proporcionar dirección, pero también 
involucrar, inspirar y motivar a otros (Turnbull, 2010).

El estudio del liderazgo en el sector público puede aportar conoci-
mientos útiles a otros sectores, dado que quienes ejercen funciones 
directivas deben afrontar algunos de los desafíos más apremian-
tes de la sociedad y resolver problemas complejos que no tienen 
respuestas fáciles (Weber y Khademian, 2008; Van Wart, 2013; 
Ospina, 2017), como el calentamiento global, la degradación am-
biental y la migración (Schwarz, Eva y Newman, 2020).

Se pueden identificar cuatro enfoques del liderazgo público: li-
derazgo en materia de rendición de cuentas, liderazgo basado 
en reglas, liderazgo basado en la lealtad política y liderazgo en 
la gobernanza de redes. No obstante, en la práctica, quienes li-
deran pueden transitar de un rol a otro según las circunstancias 
(Tummers y Knies, 2016; Schwarz, Eva y Newman, 2020):

	• El liderazgo en materia de rendición de cuentas promueve el 
diálogo y motiva a los empleados a justificar sus acciones ante 
sus partes interesadas (Roberts, 2003). Asimismo, fomenta que 
el personal sea abierto y honesto con sus grupos de interés y los 
mantenga informados sobre los avances y decisiones. Implica un 
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compromiso con los valores públicos, enfatizando el comporta-
miento ético y la igualdad (Mulgan, 2000). Además, quienes lide-
ran bajo este enfoque demuestran sacrificio al ser transparentes 
sobre sus acciones, incluso si esto les resulta perjudicial. La rendi-
ción de cuentas se vincula con el desempeño de la agencia (Han, 
2019). La responsabilidad ante las partes interesadas debería tra-
ducirse en un mejor desempeño laboral, dado que las personas 
saben que su trabajo será monitoreado (Mulgan, 2000).

	• El liderazgo basado en reglas promueve un comportamiento 
normativo que es transituacional y no específico del actor (Klijn 
y Koppenjan, 2016). Quienes lideran bajo este enfoque garan-
tizan el cumplimiento de las normas y regulaciones (Tummers y 
Knies, 2016), fomentan la motivación en el servicio público a tra-
vés del respeto a las políticas gubernamentales y las leyes como 
medio para contribuir al bien común y enfatizan la participación 
pública, el compromiso con los valores públicos y el autosacrifi-
cio (Tummers y Knies, 2016). Las reglas pueden incrementar la 
capacidad de acción y la eficiencia, así como fortalecer la capaci-
dad para resolver problemas políticos y generar servicios públicos 
(March y Olsen, 2008).

	• El liderazgo basado en la lealtad política se define como la mo-
tivación de las personas servidoras públicas para dar seguimiento 
a las decisiones políticas, incluso cuando esto implique altos cos-
tos. Este modelo puede entenderse a partir de la relación princi-
pal-agente (Jensen y Meckling, 1976), en la que las y los funciona-
rios públicos actúan como agentes y son responsables de cumplir 
las promesas formuladas por los actores políticos (Tummers y 
Knies, 2016).

Quienes lideran con altos niveles de lealtad política alientan y re-
compensan al personal por seguir las directivas políticas, incluso 
cuando estas generan desacuerdos o afectan negativamente al 
equipo (Heidari-Robinson, 2017). Además, quienes ejercen este 
tipo de liderazgo demuestran a sus colaboradores un alto nivel 
de compromiso con el sector público y con los políticos, incluso 
si esto implica realizar sacrificios en nombre del interés público 
(Tummers y Knies, 2016).

	• El liderazgo en la gobernanza de redes se manifiesta cuando se 
fomenta la conexión con diversas partes interesadas (Tummers 
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y Knies, 2016). Este enfoque ha ganado relevancia debido a las 
ventajas que ofrece la gobernanza colaborativa para abordar pro-
blemas complejos o “perversos” (Mosley y Jarpe, 2019).

Se incentiva a las personas servidoras públicas a mantener y ex-
pandir sus redes y a utilizarlas para completar tareas, colaborar 
y cumplir con las promesas gubernamentales (Klijn y Koppenjan, 
2016). Esto permite acceder a información clave, aprovechar la 
experiencia técnica y los recursos disponibles, y coordinar accio-
nes con organizaciones privadas o sin fines de lucro, lo que puede 
traducirse en mejores resultados (Hall y Battaglio, 2018).

La necesidad de colaboración es fundamental (Kettl, 2006), ya 
que ninguna organización posee por sí sola los recursos financie-
ros, la capacidad para resolver problemas, el conocimiento o la 
legitimidad suficiente para abordar desafíos complejos (Weber y 
Khademian, 2008). Para enfrentar estas dificultades, las organi-
zaciones públicas deben coordinar sus estrategias con múltiples 
partes interesadas, incluidas otras agencias gubernamentales, 
empresas privadas y proveedores de servicios sin fines de lucro, 
los cuales suelen operar bajo diferentes lógicas y percepciones ins-
titucionales (Mosley y Jarpe, 2019).

Entre los principales desafíos que enfrenta la dirección pública, se 
pueden identificar los siguientes:

	• Recuperar la confianza de la ciudadanía mediante la transparen-
cia, la rendición de cuentas y la eficiencia en la gestión.

	• Fortalecer las instituciones públicas para que sean más eficaces y 
capaces de responder a las necesidades de la población.

	• Promover la participación ciudadana en la toma de decisiones 
para construir un país más democrático e inclusivo.

	• Desarrollar una visión compartida para el futuro que articule los 
intereses de todos los sectores de la sociedad.

	• Formar nuevos líderes con las competencias necesarias para en-
frentar los desafíos del siglo XXI.

Superar el déficit de liderazgo público es un desafío fundamental 
para el desarrollo de Ecuador. La dirección pública desempeña un 
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papel protagónico en este proceso, en el que intervienen diversos 
actores clave:

	• Gobierno: Debe asumir un rol activo en la promoción del lide-
razgo público y en la creación de un entorno favorable para el 
desarrollo de nuevas generaciones de líderes.

	• Sociedad civil: Su participación es esencial en la construcción de 
una visión compartida para el país y en la promoción de la parti-
cipación ciudadana.

	• Academia: Debe contribuir a la formación de nuevos líderes me-
diante la investigación, la educación y la capacitación.

	• Medios de comunicación: Pueden desempeñar un papel clave en 
la promoción del debate público y en la formación de una opi-
nión pública informada.

3. La gobernabilidad

La gobernabilidad es un estado de equilibrio dinámico entre el 
nivel de las demandas de la sociedad y la capacidad del gobier-
no para responderlas de manera legítima y eficaz (Camou, 2001; 
Mayorga y Córdova, 2007). En lo que respecta a la legitimidad 
política de la actuación del gobierno, esta remite a las creencias 
compartidas por la sociedad sobre la legitimidad del poder pú-
blico, su origen, ejercicio y límites (Aguilar, 2010). Otro enfoque 
plantea que la gobernabilidad, además de estar relacionada con 
la legitimidad, se vincula con la reputación social del gobierno, la 
cual se refiere a la autoridad moral e intelectual que la sociedad 
otorga o niega al gobernante en función de su trayectoria, accio-
nes, responsabilidades y discursos, lo que se manifiesta en el nivel 
de confianza o satisfacción que la ciudadanía tiene en su gobierno 
(Aguilar, 2010).

Una adecuada gobernabilidad, entonces, se refiere tanto a las 
condiciones y capacidades necesarias de un gobierno para to-
mar decisiones y desarrollar políticas públicas como a su capa-
cidad para articular alianzas con diferentes actores sociales y 
políticos y canalizar institucionalmente los conflictos que surjan. 
Estas son las condiciones que permitirán alcanzar los objetivos 
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gubernamentales (Avalle, 2023). Sin embargo, las transformacio-
nes que han tenido lugar en los escenarios de actuación estatal 
han afectado la capacidad de los gobiernos para intervenir en 
asuntos clave como la economía, la sociedad y la política. En este 
sentido, Avalle también menciona que los niveles de intervención 
y control que se tenían en configuraciones previas se han visto 
disminuidos y limitados debido al escaso desarrollo institucional.

Por ello, en la región, esta problemática se centró inicialmente en 
la legitimidad de los gobiernos, para luego enfocarse en la gober-
nabilidad de los regímenes democráticos. Posteriormente, debi-
do a las continuas crisis sociopolíticas y la inestabilidad crónica, 
se evidenció una creciente insatisfacción de la población con el 
sistema democrático. Mientras la ciudadanía exigía soluciones a 
problemas como la salud y la educación, la respuesta consistió en 
canalizar dichas demandas a través de mecanismos instituciona-
les de participación que en la práctica resultaban meramente sim-
bólicos, así como en respuestas administrativas a las demandas 
y reformas normativas y constitucionales (Helmke, 2005; Elkins, 
Ginsburg y Melton, 2009; Avalle, 2023).

En este contexto, resulta pertinente traer a colación el concepto 
de gobernanza, que se refiere a la necesidad de un nuevo proceso 
de dirección de la sociedad en el cual el gobierno es un agente ne-
cesario, pero no suficiente. En este sentido, la gobernanza requiere 
de la gobernabilidad, ya que el ejercicio de la dirección demanda 
un gobierno legítimo, capaz y eficaz. Así, la gobernanza implica 
una transformación del modelo de gobierno, pasando de una es-
tructura centralizada a un sistema de gobierno más dinámico y 
participativo (Aguilar, 2010).

4. La corrupción frente a la transparencia

El principio de transparencia se ha convertido en una precondi-
ción de la democracia y en un pilar fundamental del Estado demo-
crático y de derecho (García-Escudero, 2015; Claramunt, 2022). 
Se trata de un principio clave en la organización política y en el de-
bate social y económico (Rodríguez-Drincourt, 2019). La propia 



Los desafíos para la dirección pública en Ecuador 73

idea de democracia conlleva la necesidad de mostrar públicamen-
te lo que sucede en la gobernanza de la sociedad; por el contrario, 
quien ostenta el poder sin una base democrática no tiene necesi-
dad alguna de ser transparente, ya que su posición no se basa en 
la confianza depositada en él (Claramunt, 2022).

Este principio se fundamenta en la obligación de hacer pública 
la información y los datos relacionados con la gestión pública de 
manera clara, concisa y comprensible. Estos deben ser completos, 
fiables y de calidad (Ibarz Moret y Rubio Núñez, 2019). Cuando 
la acción de las autoridades es sometida a escrutinio, y la ciuda-
danía puede conocer cómo se toman las decisiones que les afec-
tan, cómo se administran los fondos públicos y bajo qué criterios 
actúan las instituciones, se puede afirmar que existe una sociedad 
democrática (Pintos Santiago, 2017; Claramunt, 2022).

Ahora bien, la transparencia abarca dos aspectos fundamenta-
les: no solo se refiere al acceso y apertura de la información gu-
bernamental, sino también a la rendición de cuentas, es decir, al 
mecanismo mediante el cual los diversos actores deben explicar 
y asumir responsabilidad por sus acciones. Es esencial que la 
Administración incorpore este principio en la agenda política de 
las autoridades y lo implemente en la práctica (Claramunt, 2022).

La transparencia desempeña un papel crucial en la lucha contra 
la corrupción al permitir la visibilidad de las decisiones tomadas 
en las instituciones (Rubiños, 2017). Además, fomenta una ma-
yor participación ciudadana y crea un entorno propicio para el 
fortalecimiento de la democracia. Mediante la transparencia, las 
instituciones no solo atienden las exigencias sociales de informa-
ción, sino que también contribuyen a la mejora de su imagen y a 
la recuperación de la confianza de la ciudadanía, promoviendo 
el buen gobierno y la lucha contra la corrupción (Ibarz Moret y 
Rubio Núñez, 2019).

En la actualidad, este tema es urgente, ya que la desconfianza de 
la ciudadanía hacia las instituciones públicas está socavando su 
legitimidad de manera progresiva. Por ello, uno de los principales 
desafíos en los próximos años será la implementación de medidas 



Irma Jara-Iñiguez y Jenny Cedeño-Alcívar74

que restauren la relación entre la ciudadanía y sus lideresas y líde-
res políticos, así como con una Administración en la que la pobla-
ción es la única accionista legítima (Catalá y Cortés, 2019).

Por otro lado, en términos generales, la corrupción surge de la 
desviación de los intereses públicos hacia intereses privados. 
Lamentablemente, en un sistema que ya se percibe como corrupto, 
las personas no están dispuestas a dejar de pagar sobornos para 
acceder a un servicio si los demás tampoco lo hacen (Persson, 
Rothstein y Teorell, 2010). Si no existe información precisa sobre 
las consecuencias de las prácticas corruptas o si hay altos nive-
les de impunidad, esta dinámica social se refuerza, llevando a la 
ciudadanía a aceptar pasivamente la situación en lugar de sentir 
indignación ante ella (Bauhr y Grimes, 2014; Villoria, 2021).

Además, dado que el tiempo tiene un valor significativo, las per-
sonas están dispuestas a pagar para evitar demoras. En muchos 
países, incluido Ecuador, obtener con rapidez servicios como 
una cédula de identidad, un pasaporte o una licencia de condu-
cir suele requerir una “recompensa”. En algunos casos extremos, 
estos servicios solo están disponibles para quienes estén dispues-
tos a ofrecer sobornos, dejando a la ciudadanía honesta sin ac-
ceso a ellos (Rose-Ackerman, 2016). Según el Barómetro de la 
Corrupción (GCB) de Transparencia Internacional (TI) de 2022, 
el 27 % de las personas que utilizaron al menos uno de los servi-
cios públicos pagaron sobornos para obtener lo que necesitaban 
(FCD, TI y GIZ, 2023).

En cuanto a la apertura de una empresa, se ha documentado que, 
a mayor cantidad de procedimientos y tiempo requerido, mayor 
es el incentivo para la corrupción (Buscaglia y Van Dijk, 2004). 
En Ecuador, el tiempo promedio ponderado que las empresas pe-
queñas destinan al cumplimiento de trámites burocráticos equi-
vale a 395,05 horas al año (Levy-Carciente, 2022). La existencia 
de corrupción indica fallas en la Administración estatal, pues las 
instituciones públicas son responsables de regular las relaciones 
entre la ciudadanía y el Estado.
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Cuando hay corrupción, estas instituciones no se utilizan para 
promover el bien público, sino para el enriquecimiento personal y 
el beneficio de quienes las controlan. Por ejemplo, cuando el go-
bierno no paga sus cuentas a tiempo, aunque en algunos casos se 
debe a una carga laboral excesiva, en otras ocasiones responde 
a una estrategia deliberada para obtener sobornos. Asimismo, se 
ha evidenciado que ciertas personas servidoras públicas corruptas 
manipulan las normas y regulaciones con el fin de obtener benefi-
cios personales. Por ello, es crucial reducir la discrecionalidad para 
evitar la corrupción, pero sin crear una cadena excesiva de inte-
racciones y procedimientos que, en sí mismos, se conviertan en 
incentivos para la corrupción. Las instituciones públicas deficien-
temente estructuradas pueden contribuir al estancamiento econó-
mico y a la persistencia de desigualdades (Rose-Ackerman, 2016).
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La internacionalización de la dirección pública

Las tendencias contemporáneas, tanto locales como globales, pro-
ponen la internacionalización de la conducción y el manejo de la 
dirección pública. En este sentido, la cooperación internacional, 
la transferencia de experiencias y conocimientos, la generación de 
acciones, proyectos y programas para responder a problemas, la 
creación de espacios para la reflexión y la toma de decisiones, así 
como la propuesta de políticas públicas comunes, se presentan 
como iniciativas clave para fortalecer la gestión pública.

La buena gobernanza y las alianzas estratégicas para un accio-
nar internacional son temas que requieren especial atención. 
Asimismo, la presencia y las acciones de los actores al interior de 
los Estados influyen en la configuración internacional de los go-
biernos en diferentes niveles (Jiménez, 2012).

En este capítulo se plantea una discusión sobre la internacionali-
zación de la dirección pública como un reto fundamental para la 
nueva administración.

1. La cooperación internacional y la dirección pública

Repensar la cooperación para un mundo mejor implica concebir la 
cooperación internacional como una vía multilateral para fortale-
cer la gestión del desarrollo del país. La conducción de los Estados, 
desde una gestión moderna, reconoce que no es posible gobernar 
de manera aislada ni de espaldas a la sociedad. Por el contrario, 
países con menor desarrollo, como Ecuador, que emergen en me-
dio de procesos de transformación, no pueden gobernar única-
mente desde el ámbito administrativo y sus instituciones formales, 
sino que requieren de un Estado más fortalecido, una mayor insti-
tucionalidad y una sociedad civil activa, cada uno desempeñando 
su rol dentro de sus propias competencias (Grasa, 2006).



Irma Jara-Iñiguez y Jenny Cedeño-Alcívar80

Los desafíos que enfrenta la Administración pública son diversos 
y altamente urgentes. Gestionar de manera eficiente lo público 
exige un Estado robusto y articulado. Es fundamental generar es-
pacios de alianzas estratégicas tanto a nivel doméstico como in-
ternacional para atender necesidades y construir capacidades. En 
este contexto, la cooperación internacional no es una opción, sino 
un elemento clave para la gestión pública.

En esta sección se analizará la articulación entre la cooperación 
internacional y la gestión pública. Se comenzará contextualizando 
el concepto de cooperación como una herramienta facilitadora 
de creación y transferencia de capacidades. Posteriormente, se 
profundizará en la cooperación técnica para el desarrollo desde 
la perspectiva del sur global, destacando su relevancia para países 
con múltiples necesidades y amplias oportunidades de fortalecer 
la gestión pública, incrementar la productividad, satisfacer de-
mandas sociales y promover el bienestar.

Encontrar maneras de cooperar en tiempos de incertidumbre es 
una preocupación de la alta dirección. Con muchas necesidades 
comunes a cuestas y la incertidumbre ante los cambios globales, 
la cooperación es “una de las mejores esperanzas que alberga-
mos para abordar los desafíos más complejos de la humanidad 
vinculados al desarrollo” (Bárcenas, 2018). La agenda internacio-
nal para el desarrollo es el cenit que promueve la necesidad de 
acrecentar capacidades nacionales y trabajar colectivamente en 
intereses que requieren atención, como el cambio climático —uno 
de los más acuciantes para la subsistencia del ser humano, las 
especies y los recursos naturales que garantizan nuestra supervi-
vencia— o para combatir y minimizar los problemas asociados a 
la inseguridad (Bitar, 2014).

Retrospectivamente, la reconfiguración de la cooperación in-
ternacional a finales del siglo anterior afectó tanto a los países 
como a los procesos de integración en esta región, incluyendo la 
Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América (ALBA), 
la Unión de Naciones Suramericanas (Unasur) y la Comunidad de 
Estados Latinoamericanos y Caribeños (Celac) (Caro, 2019). A 
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ello se sumaron los atentados del 11 de septiembre de 2001, que 
produjeron un efecto de securitización (Balzacq, 2019; Demurtas, 
2019) de la cooperación, destinando esos recursos a combatir el 
terrorismo o colaborar con sectores y países estratégicos para la 
economía mundial (Ayllón, 2011). Por ello, la cooperación tradi-
cional para el desarrollo se tornó escasa y para los países se con-
virtió en un reto de agenda nacional e internacional.

Por otro lado, el incremento de la pobreza y la consecuente bre-
cha social, el acceso a la tecnología y la corrupción han generado 
nuevos problemas que aumentan las necesidades en la búsqueda 
del desarrollo. A esto se suman el cambio climático, la crisis ali-
mentaria, la ciberseguridad y la seguridad nacional e internacio-
nal, por mencionar solo algunos, que obligan a crear capacidades 
estatales (Bárcenas, 2018). Estos temas asignan prioridades a las 
agendas tanto de países desarrollados como en desarrollo. La ca-
pacidad de respuesta del Estado es un factor determinante en el 
ejercicio de la gestión pública.

La cooperación técnica horizontal internacional, entendida como 
la acción conjunta entre entidades donantes y receptoras para al-
canzar fines comunes, implica la coordinación de intereses frente 
a problemas que, por sí solos, no podrían ser resueltos. Como 
un esfuerzo colectivo, supone reciprocidad, creación de oportu-
nidades para las partes y compartición de costos y voluntades. Al 
respecto, Keohane (1988, citado por Ayllón, 2011), sostiene que 
“las personas pueden no estar de acuerdo en cuanto a qué formas 
de cooperación internacional son deseables o a qué propósitos 
deben servir, pero todos podemos coincidir en que un mundo sin 
cooperación sería indudablemente sombrío” (p. 23).

Existe una gama de tipos de cooperación internacional que va 
desde la bilateral, multilateral, gubernamental, no gubernamen-
tal y descentralizada, así como una diversidad de modalidades, 
como reembolsable y no reembolsable o donación, y por su apli-
cabilidad política, humanitaria, técnica, para el desarrollo y más, 
a las que se puede acceder (Cedeño-Alcívar, 2023). Aquí se tra-
tará sobre la cooperación internacional técnica, ya que, para la 
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gestión en la Administración pública, contribuye a la mejora de 
los procesos, al desarrollo de capacidades y a la toma de decisio-
nes (Morasso, 2015).

Para los Estados, la amplitud del sector público como ente rector 
de la arquitectura pública demanda diferentes tipos de atención 
que van desde lo social, pasando por lo cultural, la educación y la 
salud, hasta lo jurídico, económico, comercial o político y otros 
amplios sectores. La cooperación es una herramienta de colabo-
ración entre territorios, instituciones y grupos, así como también 
con otros países, organizaciones internacionales y actores no esta-
tales. Despierta el ánimo de asociarse y colaborar para buscar al-
ternativas y proponer acciones en un esquema de beneficio mutuo 
para las partes (Morasso, 2015; Cedeño-Alcívar, 2023).

En los albores del origen del Estado, el contrato social de Jean-
Jacques Rousseau (1712-1778), Thomas Hobbes (1588-1679) y 
John Locke (1632-1704), entendido como el pacto en la comuni-
dad —esto es, entre la ciudadanía y el Estado—, releva la importan-
cia del rol del Estado, los derechos humanos y el fortalecimiento 
de una institucionalidad administrativa, política y jurídica sólida. 
En tanto, para enmarcarse en un contrato social tanto en lo do-
méstico como en lo internacional, hace falta que la cooperación 
internacional intervenga y facilite las interacciones entre los dife-
rentes actores. Este mecanismo permite que el poder se canalice 
equilibradamente entre el Estado, sus instituciones y la sociedad. 
Así, la igualdad de oportunidades que induce la cooperación en 
todas las áreas de desarrollo busca conectarse de manera inno-
vadora para fortalecerse desde lo interno hasta lo internacional y 
conseguir respuestas multidimensionales.

De esta forma, el contrato social propende a alianzas internacio-
nales. Las interconexiones con actores se configuran mediante 
alianzas estratégicas internacionales con propósitos de desarrollo 
multidimensional compartidos. En este propósito, la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OECD) invita a 
insertarse en las alianzas multiactor y multidimensionales, apro-
piarse de una mayor cooperación regional, buscar financiación 
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sostenible e innovadora para el desarrollo, alcanzar reglas y están-
dares mundiales y apoyar soluciones mediante una cooperación 
técnica (OECDiLibrary, 2021).

Entonces, invertir en el futuro del país implica destinar todos los 
esfuerzos y capacidades del Estado para construir oportunidades 
con gobiernos transparentes y responsables. Los gobiernos lati-
noamericanos, en especial Ecuador, deben proponer soluciones a 
temas emergentes para satisfacer necesidades y vigorizar el avance 
de su ciudadanía. Varios temas buscan respuestas efectivas e inmi-
nentes. A modo de ejemplo, es necesario aprovechar los avances 
tecnológicos y las tendencias globales, así como la dependencia 
económica y comercial para la deslocalización de la producción 
(Fouquet, 2004). Una forma de lograrlo es asociándose y creando 
oportunidades.

Aquí es necesario reflexionar respecto a lo dicho por Boaventura 
de Sousa Santos: “Ningún país es tan pobre como para no tener 
nada que ofrecer, ni ninguno tan rico como para no tener nada 
que aprender” (Ayllón, 2013, p. 15). El camino hacia el desarrollo 
no es fácil, pero es posible encontrar sendas que conduzcan a al-
ternativas viables (Puello-Socarrás, 2015). Las sociedades se cons-
truyen sobre la base de condiciones esenciales para el ser humano, 
como la educación y la salud. Para ello, el Estado debe contar 
con una arquitectura institucional sólida que garantice servicios 
e insumos administrativos de calidad y oportunos. La eficiencia 
y la eficacia dependen, en gran medida, de instituciones fuertes, 
dinámicas, sólidas y sostenibles; lo contrario conlleva al estanca-
miento en el desarrollo (Cepal, 2023).

Ahora bien, como se señaló anteriormente, la cooperación para 
el desarrollo ha sufrido reveses. A finales de la década de 1980, el 
Banco Mundial reclasificó países según el ingreso nacional bru-
to per cápita, lo que ocasionó que varios pasaran a ser países 
de renta media alta. Esta clasificación incidió en los montos y en 
los receptores de cooperación o ayuda oficial para el desarrollo 
(AOD). Como consecuencia, los receptores de la AOD vieron mer-
mados los ingresos por este concepto. Ecuador fue uno de ellos 
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(Cedeño-Alcívar, 2023). Por tanto, fue necesario reinventar estra-
tegias y buscar nuevas alternativas para complementar la coope-
ración internacional y trascender hacia un modelo de desarrollo 
basado en una cooperación sostenida y horizontal.

En este punto, el enfoque recae en la cooperación técnica como 
facilitadora de la transformación y constructora de capacidades, 
sustentada en principios como la solidaridad, la equidad, la reci-
procidad y la responsabilidad compartida. El principal argumento 
es que las respuestas aisladas e individuales a desafíos internos y 
externos no son suficientes, sino que resulta más eficiente resol-
verlos de forma conjunta. Para ello, la cooperación técnica para 
el desarrollo proporciona alternativas de trabajo colaborativo y 
soluciones para reformular, ejecutar y evaluar políticas públicas 
(Cedeño-Alcívar, 2023).

En este sentido, se abordará específicamente la cooperación para 
el desarrollo desde el sur global. La cooperación sur-sur es una 
herramienta técnica para la construcción de capacidades tanto 
en los Estados y sus instituciones como en la sociedad, y está dis-
ponible como una opción accesible. Por ello, para contextualizar 
este tipo de cooperación, es necesario revisar brevemente sus an-
tecedentes y evolución antes de analizar su funcionalidad en la 
gestión pública.

Con la Conferencia de Bandung (Indonesia), en 1955, surgió una 
nueva forma de cooperación con un enfoque más asociativo y 
equitativo entre los países del sur, en contraste con la coopera-
ción norte-sur. En ese momento, se concibió como una opción 
de interrelación para naciones que no tenían las mismas condi-
ciones ni posibilidades de interactuar en un sistema internacional 
en recomposición y caracterizado por desigualdades. Así nació la 
cooperación sur-sur (Lechini y Morasso, 2015).

Desde entonces, esta forma de colaboración ha permanecido 
como una alternativa al desarrollo y como un complemento a la 
cooperación tradicional. Para el secretario general de las Naciones 
Unidas, Ban Ki-moon, “la cooperación Sur-Sur ofrece soluciones 
reales y concretas a problemas de desarrollo comunes” (Cepal, 
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2013). Esta modalidad de cooperación puede suplir necesidades 
de los países con menor desarrollo en temas que no son priorita-
rios para la cooperación norte-sur o en aquellos donde los recur-
sos son insuficientes (Malacalza, 2020).

La cooperación sur-sur es inclusiva, sin dejar a nadie atrás. Esta 
herramienta es un vínculo entre actores internacionales para in-
sertarse de mejor manera en los espacios internacionales. No 
solo se enfoca en relaciones económicas y comerciales, sino que 
trasciende hacia ámbitos que otros tipos de cooperación rara vez 
priorizan. Los aspectos sociales, productivos y colaborativos ad-
quieren mayor relevancia dentro de esta modalidad de coopera-
ción técnica y de desarrollo.

En este sentido, la cooperación sur-sur se entiende

desde una concepción político-técnica que conjuga intereses nacio-
nales y solidaridad, en tanto se conforma como una práctica horizon-
tal donde los actores del sur intercambian experiencias, conocimien-
tos y recursos materiales, promoviendo la adaptación, la innovación 
y la apropiación con el propósito de contribuir al desarrollo de las ca-
pacidades. (Cedeño-Alcívar, 2023, p. 52)

Por otra parte, con el Acuerdo de la Declaración de París sobre la 
Eficacia de la Ayuda (2005) se revisaron compromisos para mejo-
rar la eficacia de la gestión de la cooperación (Foro de Alto Nivel, 
2008). Este hito constituye una referencia clave para la coopera-
ción internacional para el desarrollo en sus diversas modalidades. 
Para la cooperación sur-sur, representa una guía fundamental, ya 
que coincide con sus principios y los asume, lo que respalda su 
misión en los países del sur global. Precisamente, una de las virtu-
des de esta cooperación es fortalecer las relaciones bilaterales o 
multilaterales y mantener un diálogo abierto entre pares. Esta mo-
dalidad innovadora puede ser complementaria a la cooperación 
tradicional norte-sur (Morasso, 2015). No obstante, la tendencia 
actual es aunar esfuerzos mediante relaciones cooperativas que 
trascienden el bilateralismo.
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Ahora bien, en el plano local, la Constitución de Ecuador de 2008, 
en sus artículos 263, 264 y 267, establece las pautas de organiza-
ción y habilita un modelo de gestión descentralizada de la coope-
ración internacional no reembolsable. Se asigna la competencia 
de la cooperación internacional a todos los niveles de gobierno 
—provincial, municipal y local— con el compromiso de la rectoría 
central de facilitar su implementación. Con ello, se buscaba uni-
versalizar y ampliar los retos que enfrentaban los distintos niveles 
de la gestión pública para trazar una línea de desarrollo basada 
en los beneficios de la cooperación internacional y fomentar su 
participación como actores en las relaciones internacionales. De 
esta manera, se democratizaba la participación de los gobiernos 
no centrales mediante acciones internacionales colaborativas.

Con esta transferencia de competencias hacia los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados (GAD), se pretendía consolidar un 
mecanismo que promoviera la equidad y el fortalecimiento insti-
tucional. En este sentido, la paradiplomacia de los GAD permite 
aprovechar sus capacidades y experticia para insertarse en espa-
cios internacionales, pero, sobre todo, para actuar como socios 
estratégicos en el intercambio y la transferencia de experiencias 
locales, así como en la incorporación de aprendizajes provenien-
tes de otros actores.

Para materializar lo dispuesto en la Constitución, el Código Orgánico 
de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (Cootad), 
emitido en 2010, establece en su artículo 131 que los GAD serán ges-
tores de los recursos de cooperación internacional y asistencia técnica 
alineados con los objetivos nacionales, los planes de desarrollo y los 
principios de equidad, solidaridad, interculturalidad, subsidiariedad, 
oportunidad y pertinencia. Además, el artículo 32 del mismo cuerpo 
normativo regula las competencias exclusivas de las regiones; el ar-
tículo 42, las de los gobiernos provinciales; el artículo 55, las de los 
municipios; y el artículo 65, las de las parroquias rurales (Asamblea 
Nacional, 2010).

Por su parte, el Código Orgánico de Planificación y Finanzas 
Públicas (Cootad), emitido en 2010, en sus artículos 68 y 69, se 
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refiere a la planificación de la gestión de la cooperación no reem-
bolsable en sintonía con los planes de desarrollo y ordenamiento 
territorial, así como a la posibilidad de establecer proyectos en-
marcados en el plan de desarrollo nacional (Asamblea Nacional, 
2010). Estas disposiciones se complementan con la Resolución 
009 del 2011 del Consejo Nacional de Competencias, que trans-
fiere la competencia de la gestión de cooperación internacional a 
los GAD (Congope, 2022).

La internacionalización de los gobiernos subnacionales y locales 
es una realidad y se refiere a la participación de nuevos actores, 
el uso de mecanismos diversos y la implementación de estrate-
gias internacionales. Se presenta como una oportunidad para 
desarrollar y compartir capacidades y experiencias, actuar en el 
ámbito internacional e internacionalizarse. Sin embargo, su des-
pliegue aún es incipiente dentro del abanico de oportunidades. 
Los gobiernos locales pueden relacionarse con el mundo exterior 
mediante la cooperación y en apego a la política exterior del país. 
No obstante, la internacionalización no se limita a estos actores; 
la academia también ha aprovechado este proceso a través de 
redes, proyectos multilaterales y transnacionales, intercambios y 
movilización académica, aunque aún tiene un amplio margen de 
acción por explorar.

El proceso de internacionalización territorial tiene a su alcance 
la cooperación sur-sur y la cooperación descentralizada. El desa-
rrollo está estrechamente vinculado con la internacionalización. 
Los gobiernos locales o subnacionales, de acuerdo con sus ca-
pacidades y mediante la generación de vínculos de cooperación, 
pueden proyectarse hacia el exterior y atraer recursos monetarios, 
materiales e inmateriales para fortalecer su gestión con una pers-
pectiva internacional, desde el exterior hacia el interior (Jiménez, 
2015). A su vez, pueden aprovechar las capacidades nacionales 
para proyectarse al exterior. Según el Cootad, el desarrollo terri-
torial está vinculado con la cooperación internacional (Asamblea 
Nacional, 2010). Jiménez (2015) identifica dos dimensiones en la 
internacionalización: la económica y la político-institucional, en 
las cuales los gobiernos territoriales y otros agentes de desarrollo 
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participan activamente en la esfera internacional mediante la pla-
nificación y la formulación de agendas.

Este nuevo enfoque también democratiza la participación de los 
gobiernos parroquiales. Desde la transferencia de competencias 
a los GAD, estos han debido prepararse para asumirlas. En un 
inicio, la ex Secretaría Técnica de Cooperación Internacional de 
Ecuador (Seteci) buscó fortalecer técnicamente los conocimientos 
de los GAD parroquiales (Monje, 2014). Para que estos puedan 
actuar tanto como cooperantes como receptores, el acompaña-
miento técnico y la asignación presupuestaria son elementos in-
dispensables. Esto permitiría erradicar la errónea concepción de 
la cooperación como un acto de caridad y, en su lugar, fomentar 
una visión basada en el reconocimiento de sus propias capacida-
des para compartir y generar valor. La construcción de capacida-
des, tanto con esfuerzo propio como con el aprovechamiento de 
recursos transferidos, dinamiza la cooperación, la diversifica y la 
posiciona como un instrumento clave en la gestión pública y, par-
ticularmente, en los procesos de internacionalización.

De esta manera, las competencias asumidas por los gobiernos 
subnacionales y locales, mediante la descentralización y descon-
centración establecidas en el marco legal de Ecuador, les permi-
ten configurar su propia agenda internacional —entendida como 
el conjunto de problemáticas de carácter internacional— (Caro, 
2019) y posicionarse como actores internacionales, dentro de sus 
capacidades y competencias. Aunque la política exterior es una 
facultad exclusiva de la gestión central del Estado, los gobiernos 
subnacionales participan en este ámbito desde su nivel territorial y 
de autonomía, sin dejar de coordinar con la agenda nacional ni de 
complementar la acción diplomática. Al convertirse en agentes in-
ternacionales y en nuevos actores en la escena internacional, se ven 
incentivados a generar y apropiarse de estrategias con la finalidad 
de incidir en las relaciones internacionales (Malé y Cors, 2022).

En la gestión colaborativa, la cooperación horizontal permite que 
todos los actores participen internacionalmente, sin la posibili-
dad de competir, pues las capacidades son propias y los intereses 



La internacionalización de la dirección pública 89

responden a sus planificaciones y objetivos estratégicos. Asimismo, 
pueden conformar comunidades o unirse cuando comparten inte-
reses o enfrentan problemas comunes, lo que demuestra que este 
tipo de articulación es abierta, dinámica, recíproca y asociativa.

Existen múltiples razones para buscar condiciones innovadoras 
que impulsen el desarrollo local y la generación de capacidades. 
Iniciativas para la seguridad alimentaria y el desarrollo agrícola, la 
preservación sostenible de los recursos, el fomento de la produc-
tividad local, los huertos urbanos y los emprendimientos para jó-
venes y mujeres son algunas de las áreas de acción en la sociedad. 
Estas prácticas locales promueven la participación de la sociedad 
civil, los grupos organizados y el gobierno de cada jurisdicción 
(Malé y Cors, 2022). No obstante, existen otros intereses comu-
nes que también deben considerarse, tales como la inteligencia ar-
tificial, las ciudades ecológicas e inteligentes, la movilidad urbana, 
la gestión de espacios y servicios públicos —agua, energía y mane-
jo de desechos— y la construcción de sociedades resilientes (Bitar, 
2014). Estos temas son transversales a las políticas públicas de to-
das las instituciones del país. En este contexto, la diplomacia ciu-
dadana se manifiesta en los distintos niveles de la Administración 
del Estado y evidencia la importancia y la tendencia hacia la inter-
nacionalización, y los medios necesarios para su implementación 
(Malé y Cors, 2022).

La gobernanza nacional y local fortalece la gobernanza internacio-
nal. Esto facilita la generación de foros y la oportunidad de incidir 
en problemáticas que no han sido securitizadas en las agendas 
nacionales y globales (Balzacq, 2019; Demurtas, 2019). A propó-
sito de lo anterior, es fundamental recordar el compromiso de los 
Estados, sus instituciones y sus actores para contribuir al cumpli-
miento de los ODS y la Agenda 2030.
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2. La participación de Ecuador  
en organizaciones internacionales 

Una de las mayores preocupaciones globales es el cambio climá-
tico y su impacto en diversas esferas, tales como la economía, 
el comercio, la sociedad e incluso la paz. Todos estos aspectos 
derivan o guardan relación con el problema climático. En el caso 
de Ecuador, el marco para el desarrollo sostenible es respaldado 
por la cooperación del Sistema de Naciones Unidas. La agenda 
global para el desarrollo sostenible prioriza la protección y los 
servicios sociales, la gestión ambiental y la acción climática, la 
igualdad socioeconómica y la transformación productiva sosteni-
ble, así como el fortalecimiento del Estado de derecho mediante 
instituciones públicas más sólidas y una mayor cohesión social 
(Congope, 2022).

En este contexto, es fundamental adoptar una gestión basada 
en inteligencia colectiva que fomente la innovación y la partici-
pación, con el propósito de alinear las necesidades con las reali-
dades. Esta inteligencia, universalmente distribuida, conforme la 
definió Pierre Lévy, debe ser constante y coordinada en el tiempo, 
ya que se reparte entre múltiples actores debido a que el conoci-
miento reside en la humanidad (2004). La combinación de ges-
tión, conocimiento, tecnología, innovación y participación resulta 
esencial para desarrollar habilidades altamente calificadas en el 
contexto actual.

En este sentido, la Organización de Naciones Unidas ha trazado 
una ruta sostenible de acompañamiento a Ecuador para el cum-
plimiento de la Agenda 2030 y la consecución de los ODS. La es-
trategia, enfocada en los derechos humanos, la igualdad de género 
y la sostenibilidad ambiental, se implementa en el período 2022-
2026. Ecuador ratificó su compromiso en 2018 y alineó sus planes 
de desarrollo a estas metas. Asimismo, el país es miembro de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) y coordina activida-
des para la formación y capacitación laboral. Otro instrumento 
clave para contrarrestar los efectos del cambio climático y fomen-
tar la generación de energía limpia y la reducción de emisiones de 
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gases de efecto invernadero ha sido su adhesión al Protocolo de 
Kioto en 1998, al Acuerdo de París en 2015 y al Convenio Marco 
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (MAE, 2013). 
En este contexto, la cooperación internacional se configura como 
un mecanismo complementario a los acuerdos, convenios y agen-
das internacionales. Tradicionalmente, las áreas que más reciben 
cooperación internacional no reembolsable son el medioambiente, 
la gestión de riesgos, la agricultura y el desarrollo urbano (Monje, 
2014).

La ciencia, la tecnología y la innovación son factores clave para la 
apertura al mundo, el desarrollo sostenible y el aprovechamiento 
de las capacidades propias. En este marco, la Secretaría General 
Iberoamericana (Segib) ha impulsado la Red Iberoamericana 
de Laboratorios para fortalecer la Agenda Iberoamericana de 
Gestión Pública. Estas herramientas representan soluciones inno-
vadoras para enfrentar los desafíos públicos en los países en de-
sarrollo. Ecuador participa en estos laboratorios promovidos por 
la Segib, la Agencia Española de Cooperación Internacional para 
el Desarrollo (Aecid) y otros organismos internacionales. Se trata 
de espacios colaborativos abiertos a la participación ciudadana 
de 22 países, en los cuales se adaptan metodologías locales para 
los municipios. Cada año, se ejecutan programas destinados a 
promover ideas innovadoras sobre los desafíos que enfrentan los 
países y la región. Además, los insumos generados a partir de es-
tas iniciativas nutren las agendas que son revisadas por los jefes de 
Estado en las Cumbres Iberoamericanas organizadas por la Segib 
(Segib, 2024).

3. La internacionalización: intercambio de experiencias  
y conocimientos

Los problemas geopolíticos, impulsados por las dinámicas cam-
biantes de poder y las acciones nacionales derivadas de la des-
igualdad, la inseguridad y la polarización, evidencian la necesidad 
de un cambio en el rumbo de las estrategias. No se debe permane-
cer impávido mientras los países se encuentran infrarrepresenta-
dos en los asuntos de la gobernanza global y enfrentan una brecha 
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histórica ante el ascenso político y económico de las grandes po-
tencias. Un desafío crucial es el cambio climático, que no puede 
seguir siendo postergado. Como recomienda el ProgramaPNUD 
en su informe sobre desarrollo humano, es oportuno encauzar 
acciones internacionales para la consecución de bienes públicos 
mundiales y la satisfacción de las necesidades nacionales (PNUD, 
2024c).

En esta misma línea, la interdependencia cobra cada vez mayor 
relevancia para los Estados nación. Este fenómeno está en cons-
tante evolución, por lo que es fundamental mejorar su gestión. 
Ningún país puede sostenerse en aislamiento; de hecho, cuanto 
menor es su nivel de desarrollo, mayor será su dependencia en el 
plano internacional y local. De ahí que la internacionalización se 
haya convertido en un tema prioritario en la agenda del desarro-
llo, en aras de atender objetivos tanto nacionales como interna-
cionales. Existen diversas estrategias para impulsar los procesos 
de internacionalización, entre ellas el intercambio de experiencias, 
la transferencia de conocimientos, la generación de capacidades, 
la participación de actores, los intercambios comerciales, socia-
les y culturales, la creación de redes transdisciplinarias y multi-
disciplinarias, el establecimiento de asociaciones, la atracción de 
inversiones para empresas y negocios multinacionales y transna-
cionales, la capacitación y la difusión de conocimientos.

El proceso de internacionalización generar capacidades institucio-
nales que, combinadas con la prospectiva estratégica, permiten 
anticipar escenarios futuros tanto en el ámbito interno como ex-
terno. En este sentido, la gestión pública juega un papel determi-
nante en la superación de barreras burocráticas que obstaculizan 
la modernización de los procesos. Esto exige una mayor profesio-
nalización de la administración y una coordinación efectiva entre 
los diferentes actores políticos, institucionales y económicos. La 
cooperación internacional se presenta como un mecanismo clave 
para la buena gobernanza. En esta línea, el PNUD destaca que 
reimaginar la cooperación internacional permitirá encontrar nue-
vas rutas para el desarrollo y la convivencia pacífica, fomentar la 
equidad económica y social, generar esperanzas, reducir las crisis 
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y contribuir al mantenimiento de la paz en un mundo turbulento 
(PNUD, 2024c).

Existen diversas estrategias para internacionalizar acciones, pro-
gramas o proyectos que puedan ser compartidos, así como para 
promover el trabajo conjunto, distribuyendo equitativamente la 
responsabilidad de alcanzar objetivos colectivos y asumir com-
promisos globales. La internacionalización implica trabajar en la 
armonización de normas sociales internacionales con protocolos 
locales, nacionales y regionales, los cuales deben sustentarse en 
principios de equilibrio, equidad, solidaridad, integridad, valores 
y comportamientos éticos.

Algunas de las modalidades de internacionalización incluyen la 
participación en redes, la cooperación en sus distintas variantes 
—como la cooperación descentralizada—, la gestión del conoci-
miento, la creación de bienes públicos mundiales, entre otras. 
La internacionalización se concibe como una estrategia de desa-
rrollo que facilita la apertura al mundo y la cooperación interna. 
También permite generar escenarios orientados a la moderniza-
ción y la innovación, así como propiciar espacios de intercambio 
comercial, cultural y social.

Las alianzas público-privadas, tanto nacionales como interna-
cionales, constituyen otra vía para integrarse al panorama global 
(Puello-Socarrás, 2015). En el marco de la nueva gestión públi-
ca, la gobernanza mundial implica que el Estado fortalezca sus 
capacidades institucionales y ciudadanas, al tiempo que fomente 
la participación del sector privado en la generación de oportuni-
dades multilaterales. Uno de los caminos para ello es asegurar 
que el mercado cuente con las garantías necesarias para operar 
y generar riqueza, sin incurrir en modelos paternalistas locales. 
La promoción de condiciones favorables para las industrias y la 
institucionalidad debe ser una prioridad en la agenda de interna-
cionalización de los países.

Otra forma idónea de internacionalización multinivel e interdis-
ciplinaria es la incursión en sociedad con otros actores interna-
cionales. Aunque ya se ha mencionado, vale enfatizar que una 



Irma Jara-Iñiguez y Jenny Cedeño-Alcívar94

herramienta que, por sus características, ha demostrado su efec-
tividad y brinda esta oportunidad es la cooperación sur-sur, tanto 
bilateral como triangular. Esta cooperación se distingue por sus 
principios de solidaridad y horizontalidad en la gestión. No solo 
se enfoca en el desarrollo, sino también en el fortalecimiento de 
la integración regional y extrarregional, así como en los vínculos 
que pueden establecerse en diversos ámbitos (Bembi, de Angelis, 
y Molinari, 2018).

Consecuentemente, en el ámbito de la política y la economía glo-
bal, la cooperación sur-sur se considera una herramienta clave 
para la inserción internacional de los países en desarrollo. Como 
se mencionó anteriormente, esta cooperación permite exten-
der la presencia internacional (Morasso, 2015), ya que posibili-
ta a los países actuar simultáneamente como socios oferentes y 
receptores.

A inicios del siglo XXI, esta cooperación se revitalizó en diferentes 
frentes, incluyendo lo político, económico, comercial, cultural y 
social, especialmente en los países del sur y en potencias emergen-
tes como Brasil, México, India y China. Según Morasso (2015), un 
claro ejemplo de este fenómeno fue la inversión realizada en nom-
bre de la cooperación sur-sur, estimada entre 11 000 y 41 700 
millones de dólares en 2008, lo que representó hasta un 31 % del 
monto total de la ayuda oficial para el desarrollo. China, en par-
ticular, aprovechó su transformación económica y social duran-
te la década pasada para buscar socios técnicos en el sur, como 
se evidenció en la Segunda Cumbre de Conocimiento y Políticas 
(Lafuente y Manning, 2016). Ecuador también se insertó en esta 
dinámica, especialmente en la primera década del siglo XXI, y se 
destacó como referente en la región en temas como salud, seguri-
dad y gestión pública. Defendió la cooperación sur-sur como una 
vía de integración y colaboración, permitiéndole, además, liderar 
algunos espacios estratégicos (Cedeño-Alcívar, 2023).

Una de las formas más usuales de interacción en este contexto es 
el intercambio comercial y el flujo económico generado, al cual la 
cooperación sur-sur agrega valor. Sin embargo, esta relación no es 
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la única ni la más relevante; más bien, sirve como un terreno fértil 
para generar de espacios de concertación y cooperación. Cuando 
existen intereses comerciales o de cualquier otra índole, se incenti-
va la coordinación de políticas en ámbitos que trascienden lo eco-
nómico, contribuyendo a un crecimiento más inclusivo (Bembi, de 
Angelis y Molinari, 2018).

Por otro lado, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE) impulsa la nueva gerencia pública, la cual 
amplía la participación de nuevos actores en la construcción de 
un gobierno abierto y digital, enfatizando en asuntos transver-
sales como el género y el medioambiente (Lafuente y Manning, 
2016). A continuación, en la tabla 2, se presenta la importancia 
de la internacionalización en la gestión pública, tomando como 
referencia algunos factores que constituyen el eje central de la ad-
ministración y los puntos de coordinación con otros Estados o 
actores internacionales.

Tabla 2
La internacionalización de la gestión pública

Capacidades Experiencias Actores principales

Aprender y nutrirse 
de otras experiencias 
internacionales

Adoptar buenas prácticas de 
instituciones de otros países y 
adaptarlas a las necesidades y 
realidades nacionales.

Gobierno central y sus insti-
tuciones, gobiernos subna-
cionales y locales, empresas 
públicas, gremios, sector 
privado, grupos organiza-
dos de la sociedad civil.

Gestión del conoci-
miento

Gestionar y transferir conoci-
mientos como un bien públi-
co intangible para optimizar los 
procesos y preservar la memo-
ria institucional.

Gobierno central y sus ins-
tituciones, gobiernos sub-
nacionales y locales, empre-
sas públicas, sector privado, 
academia.

Democratización del 
conocimiento 

Facilitar el acceso al conoci-
miento, poniéndolo a disposi-
ción de la sociedad y acercando 
su utilidad a los actores invo-
lucrados.

Gobierno central, gobiernos 
subnacionales y locales.
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Cooperación inter-
nacional 

El intercambio internacional 
fortalece las capacidades de las 
instituciones públicas y del sec-
tor privado en todas las áreas 
públicas y productivas.

Gobierno central y sus insti-
tuciones, gobiernos subna-
cionales y locales, empresas 
públicas, gremios, sector 
privado y grupos organiza-
dos de la sociedad civil.

Promoción de la 
transparencia y la 
rendición de cuentas

La participación en organismos 
internacionales y la adopción 
de estándares globales pueden 
contribuir a la transparencia, la 
lucha contra la corrupción y la 
implementación de un gobier-
no abierto y digital.

Gobierno central y sus insti-
tuciones, gobiernos subna-
cionales y locales, empresas 
públicas y gremios.

Gestión de las princi-
pales amenazas a ni-
vel nacional, regional 
y global

El cambio climático afecta to-
das las áreas del desarrollo, por 
lo que requiere atención prio-
ritaria. Asimismo, la cibersegu-
ridad es un aspecto clave que 
demanda la intervención del 
Estado, sus instituciones y la 
sociedad.

Gobierno central y sus insti-
tuciones, gobiernos subna-
cionales y locales, empresas 
públicas, gremios, sector 
privado, grupos financieros 
y grupos organizados de la 
sociedad civil.

Fuente: elaboración propia.

Antes de finalizar este punto, retomaremos la importancia de la 
agenda pública y la prospectiva en las relaciones internacionales. 
La prospectiva es un aspecto que no puede quedar fuera de la 
agenda internacional de la gestión pública. Dado que las relacio-
nes y la cooperación internacional son parte integral de la política 
exterior de los Estados, es fundamental incluir su análisis en este 
ámbito. En el contexto de las relaciones exteriores, la prospectiva 
despierta un alto interés, ya que permite anticipar acontecimien-
tos regionales y globales en ámbitos como la política, la economía, 
el comercio, la seguridad internacional, la integración, el cambio 
climático, la migración, la ciberseguridad, los riesgos regionales, 
la geopolítica, la sociedad del conocimiento, los organismos in-
ternacionales y las empresas multinacionales y transnacionales; 
además, proporciona perspectivas sobre países desarrollados, 
emergentes y en desarrollo, entre otros temas.

En esta línea, la prospectiva tiene la virtud de ampliar el horizonte 
en estos campos mediante metodologías aplicadas a las relaciones 
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internacionales (Blutman et al., 2023). Un estudio prospectivo y 
un análisis riguroso de la política exterior de un Estado permiten 
tomar decisiones más acertadas para su futuro. Los problemas 
que afectan al país y a la región en el presente se verán agravados 
si no se adoptan medidas correctivas oportunas, basadas en un 
análisis prospectivo de los posibles escenarios futuros.

Las agendas políticas internacionales suelen estructurarse sobre la 
base de suposiciones del futuro en función de la coyuntura actual. 
Esto supone un desafío para la toma de decisiones, ya que se re-
quiere analizar escenarios que permitan vislumbrar las mejores es-
trategias para evitar un futuro caótico y lleno de incertidumbres. 
Estas agendas deben proporcionar insumos fundamentales para 
la formulación de estrategias comerciales, políticas, económicas y 
sociales que favorezcan el desarrollo y la cooperación internacio-
nal, en lugar de profundizar las brechas entre países. La prospec-
tiva, al contemplar una pluralidad de futuros posibles, permite 
elegir estratégicamente un camino y construirlo de manera volun-
taria. Como señala Michel Godet, citado por Mojica (2019), el 
futuro consiste en escribir páginas que aún están en blanco, espe-
rando ser escritas.

En el ámbito externo, también es esencial que los Estados cons-
truyan escenarios mediante la inteligencia estratégica, a fin de 
gestionar sobre bases empíricas (Blutman et al., 2023). La incerti-
dumbre es la peor circunstancia para un país que no se prepara y 
que asume riesgos innecesarios en la gestión de sus recursos y ca-
pacidades. La capacidad de prever fenómenos sociales genera una 
visión estratégica que debe ser impulsada por líderes comprometi-
dos con el Estado y, sobre todo, preparados para afrontar turbu-
lencias en un panorama incierto. Los organismos internacionales 
también reconocen en la prospectiva una gran oportunidad para 
analizar las crisis globales y anticiparse con medidas preventivas y 
respuestas eficaces ante riesgos potenciales. Su aplicación en las 
relaciones internacionales permite generar respuestas oportunas 
frente a problemas globales, ya que posibilita el análisis de los 
factores que impulsan los cambios y la dinámica en el entorno 
internacional (Medina, 2014).
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Desde esta perspectiva, la prospectiva, a través del ejercicio de 
análisis, la creación de escenarios, la planificación y la toma de 
decisiones estratégicas, permite adaptarse a los cambios acelera-
dos del mundo actual. Un entorno completamente estable es im-
posible, pero sí lo es la anticipación para mitigar los impactos de 
crisis y establecer estrategias inteligentes, colectivas, flexibles y re-
silientes. Los acontecimientos locales, regionales y globales siem-
pre estarán generando cambios, como lo demostró la pandemia 
de covid-19, que representó un episodio crítico para el mundo 
entero.

Por último, es necesario destacar el rol de los Estados frente al 
avance tecnológico, en particular, en lo relacionado con la inte-
ligencia artificial. La superinteligencia predictiva está próxima a 
desarrollarse antes del cierre de esta década, lo que permitirá si-
mular eventos con mayor precisión para la toma de decisiones 
estratégicas mediante el uso de la inteligencia artificial.
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Las respuestas de la dirección pública  
a los desafíos

1. Una agenda para la Administración pública

Es crucial que la agenda de la Administración pública se adapte a 
los nuevos enfoques de gestión y estructuración del sector públi-
co. El diálogo sobre la capacidad para implementar políticas con-
sistentes en este sector tan diverso es de suma importancia (Nieto 
y Velasco, 2018). En este sentido, si se percibe que la estructura 
burocrática de un gobierno es rígida, inflexible y ofrece respuestas 
estandarizadas, dejando de lado soluciones personalizadas para 
la ciudadanía, una solución evidente sería dividir esa estructura en 
segmentos más manejables, flexibles y adaptados a necesidades 
particulares (Cejudo, 2018).

Sin embargo, esta división puede generar fragmentación en la ac-
ción gubernamental, incluso cuando la intención inicial es dividir 
los problemas en componentes más manejables. Esto puede oca-
sionar ineficiencias en la operación de políticas o programas por 
dos razones principales. En primer lugar, algunas divisiones son 
demasiado específicas, lo que provoca superposiciones y vacíos 
entre las políticas vinculadas a un mismo objetivo. En segundo lu-
gar, la responsabilidad para abordar un problema determinado se 
fragmenta entre diversas políticas, agencias y niveles de gobierno, 
lo que dificulta la capacidad de respuesta eficaz ante problemas 
complejos (Alford y Head, 2017), los cuales requieren una acción 
integral y coordinada (Peters, 2015; Cejudo, 2018).

Esta fragmentación también complica la relación entre la ciuda-
danía y el gobierno, ya que, para satisfacer una sola necesidad 
básica, a menudo se requiere la intervención de múltiples progra-
mas, agencias y niveles de gobierno, lo que subraya la necesidad de 
coordinación. Por otro lado, los problemas complejos solo pueden 
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abordarse de manera efectiva con intervenciones articuladas, don-
de las diferentes soluciones interactúen y se refuercen mutuamente 
(Cejudo, 2018). Se requieren, por lo tanto, modelos de gobernan-
za más colaborativos que fomenten la participación de diversos ac-
tores en la búsqueda de soluciones. Esto implica aplicar cambios 
significativos en las estructuras organizativas y en la asignación de 
talento en las instituciones públicas (Longo, 2019).

Los gobiernos y sus instituciones deberán encontrar nuevas formas 
de ejercer el poder, adaptadas a una realidad en la que los siste-
mas públicos: ya no tienen el control exclusivo de la legitimidad 
para definir los procesos de creación de valor público; han perdido 
su capacidad de autosuficiencia para acceder a recursos y ofrecer 
respuestas efectivas a los problemas de la agenda colectiva; y se 
encuentran en un contexto de autoridad compartida, donde su fun-
ción principal no es tanto ejercer autoridad, sino liderar interaccio-
nes complejas para abordar los desafíos sociales (Longo, 2019).

Se requiere desarrollar una nueva perspectiva en la gestión del 
sector público, ya que es necesario que este contribuya a resolver 
problemas en los cuales la política pública desempeñe un papel 
fundamental. Para ello, se necesita un sector público con capaci-
dad para el pensamiento estratégico, la innovación en la acción, la 
descentralización y la flexibilidad, y que, además, cumpla con sus 
funciones de manera efectiva. Al mismo tiempo, debe ser un sec-
tor verdaderamente cogobernado por la ciudadanía, fundamen-
tado en la participación ciudadana y en la colaboración con la 
sociedad civil para impulsar los esfuerzos de desarrollo (González 
Hernández, 2011).

La coexistencia de desafíos, oportunidades y amenazas plantea 
al sector público demandas en dos direcciones. Por un lado, lo 
impulsa a liderar el progreso, creando las condiciones para que las 
sociedades aprovechen las oportunidades que ofrece el desarrollo 
tecnológico. Por otro lado, lo obliga a enfrentar a los efectos ne-
gativos que este desarrollo conlleva y a proteger a la ciudadanía 
de los impactos perjudiciales derivados de los cambios. Por ello, 
la agenda debe incluir la innovación del sector público tanto a la 
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interna —aprovechando la disrupción tecnológica para transfor-
mar sus productos, procesos, estructuras y normativas— como a 
la externa mediante estrategias de innovación en el país, las regio-
nes y las ciudades, y el impulso la acción de actores emprendedo-
res e innovadores sociales (Longo, 2019).

En este marco, la administración de personal es uno de los cam-
pos que requiere mayor atención, puesto que las decisiones son 
tomadas por personas y, al mismo tiempo, estas son las más afec-
tadas por ellas. También son quienes administran, dirigen y eva-
lúan los programas públicos. En cuanto a funciones, el personal 
directivo público tiene el deber de crear valor público y medir el 
valor que producen sus organizaciones tanto en el presente como 
en el futuro (González Hernández, 2011).

Con lo señalado, la agenda debe revisar la arquitectura institu-
cional, ya que esta refleja la estructura organizativa y el funcio-
namiento del gobierno, así como la forma en que sus integrantes 
se relacionan y transfieren información y conocimiento entre sí 
y con otros agentes, estableciendo vínculos de responsabilidad 
para alcanzar las metas. Esta revisión cobra mayor relevancia  en 
el ámbito de las organizaciones públicas, donde la arquitectura 
institucional influye en el logro de los objetivos, en la forma de 
pensar y actuar de quienes toman decisiones políticas y en la con-
fianza ciudadana en las instituciones (Sáez, 2019).

En detalle, la arquitectura institucional abarca los elementos de 
la gobernanza e incorpora la capacidad institucional, actuando 
en varios niveles: en la relación estratégica entre la gobernanza, 
la financiación y la rendición de cuentas; en la estructura orga-
nizativa y su formalización; en la coordinación entre los órganos 
ejecutivos y deliberativos; y en las interacciones entre instituciones 
y entre agentes públicos, sociales y privados. Un marco institucio-
nal sólido es esencial para generar confianza y legitimidad. En este 
sentido, los factores más significativos a considerar son el lide-
razgo efectivo, los mecanismos institucionales, la capacidad ins-
titucional, la relaciones intergubernamentales y la participación/
comunicación (Sáez, 2019).
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2. Fortaleciendo capacidades y liderazgo

Sin duda, al referirse a capacidades, resulta necesario enfocarse 
en la profesionalización a nivel directivo, lo que implicaría que las 
y los políticos renuncien a la atribución de designación directa 
del personal de gerencia o dirección. Sin embargo, para que esta 
reforma se concrete, no ha sido suficiente resaltar los beneficios 
de profesionalizar la función directiva. Una alternativa podría ser 
combinar la reforma con otros objetivos políticos importantes y 
urgentes, como mejorar la ejecución del gasto público (Lafuente 
y Manning, 2016).

¿Por qué insistir en una dirección pública profesional? Algunas 
razones son las siguientes: 

	• La profesionalización y la independencia en la gestión son eficaces 
contra la corrupción.

	• Evita la pérdida de conocimientos en puestos directivos durante 
los cambios políticos.

	• Promueve la meritocracia en altos cargos y refuerza su indepen-
dencia de estos; y los valores asociados a una sólida formación 
profesional y el compromiso enriquecen a la Administración pú-
blica (Catalá y Cortés, 2019).

Además, los profesionales deberán desarrollar cuatro competen-
cias transversales: capacidad de aprendizaje, gestión de la incer-
tidumbre, alta capacidad de relación y liderazgo integrador. Se 
requiere una gran capacidad de aprendizaje continuo, ya que los 
conocimientos pueden quedar obsoletos rápidamente. Asimismo, 
es necesario desaprender conceptos y paradigmas, puesto que la 
necesidad de reinventarse es constante. Complementariamente, 
los escenarios de complejidad e incertidumbre generados por el 
cambio constante exigen profesionales con una gran capacidad 
de toma de decisiones, análisis, experiencia y sentido común, que 
se anticipen a las circunstancias y tengan una visión prospectiva 
(Plá, 2019).

La alta capacidad de relación en entornos diversos y multicul-
turales será también fundamental para responder a los nuevos 
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desafíos, participando en diferentes proyectos y asumiendo dis-
tintos roles. Se requiere conformar equipos multidisciplinarios y 
heterogéneos, que trabajen de manera colaborativa en la consecu-
ción de un mismo proyecto y objetivos. Además, en este punto se 
resalta la necesidad del ejercicio de un liderazgo integrador como 
clave para desarrollar cualquier proyecto futuro (Plá, 2019).

En cuanto a la relación con las partes interesadas, los adminis-
tradores deberán desarrollar un alto nivel de sensibilidad para 
evaluar cómo se movilizan, de qué pueden incidir en esos movi-
mientos y cómo adquirir legitimidad (Suchman, 1995). Además, 
en un mundo VUCA, la multiplicidad de partes interesadas ope-
rará en grupos y redes interrelacionados en torno a cuestiones o 
problemas específicos (Van der Wal, 2017). Por lo tanto, el mo-
delo de gobierno abierto se presenta como una oportunidad. 
Quienes se desempeñan en la Administración pública necesitan 
desarrollar la capacidad de construir y comunicar una narrativa 
sobre el valor público que buscan alcanzar, con el fin de persuadir, 
comprometer y atraer a los grupos de interés clave para asegurar 
los objetivos (Moore, 1995).

Ahora bien, en una era de creación de significado conjunto e in-
tersectorial, de mayor interdependencia entre partes interesadas y 
de exigencias provenientes de la cultura y los medios de comunica-
ción, quienes forman parte de la Administración pública también 
necesitan utilizar diversas herramientas comunicativas (Eshuis, 
2012). Una herramienta crucial es la capacidad de posicionar de 
manera efectiva las políticas y programas como productos funda-
mentales de la gestión pública. La creación de marca implica el 
uso de signos, símbolos y etiquetas con el objetivo de evocar un 
sentido de identidad, asociación positiva y pertenencia en diversas 
partes interesadas.

Para dotar a la Administración pública de capacidades que respal-
den la misión de la agencia, los programas de gestión de asuntos 
y políticas públicas deben ser innovadores y desarrollar espacios 
para el aprendizaje, el intercambio y la creación de redes. Se des-
taca que estos programas deben incluir competencias digitales, 
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capacidades colaborativas y conciencia social y digital para miti-
gar los riesgos (Mergel, 2012).

Entonces, como resultado de la inestabilidad de la autoridad, 
quienes ostentan puestos de dirección pública deben desarrollar 
estrategias para consolidar su liderazgo en contextos de cambio e 
incertidumbre (Van der Wal, 2017). Por lo tanto:

	• Deben lidiar con cambios de liderazgo y de legitimidad con mayor 
frecuencia y rapidez que antes. 

	• Deben gestionar eficazmente equipos de diferentes generaciones 
y tipos de profesionales, cada uno con ideas distintas sobre la 
organización y la gestión (Ryde, 2012; Noordegraaf, 2015). Cabe 
indicar que la nueva fuerza laboral valora un liderazgo claro e ins-
pirador para incentivarlos o motivarlos (Holmes, 2012; Lyons y 
Kuron, 2014). 

	• Necesitan rendir cuentas de sus acciones y evidenciar su des-
empeño, ya que las instituciones ya no operan en la opacidad 
(Schillemans, 2011, 2015; Jacobs y Cuganesan, 2014). Con ello, 
buscan retener o recuperar legitimidad y autoridad. 

	• Deben gestionar nuevas formas de gobernanza participativa y co-
producción de políticas, dejando atrás modelos elitistas (Alford 
y O’Flynn, 2012).

Sobre la gestión de la ética y la integridad, los gerentes pueden 
seguir el enfoque basado en el cumplimiento, que enfatiza la ob-
servancia de reglas y regulaciones para fomentar el cumplimiento 
de las normas (Paine, 1994; Maesschalck, 2004). Los instrumen-
tos incluyen normas para la declaración de activos, actividades e 
intereses; criterios de selección de empleados; códigos penales so-
bre corrupción; y una amplia gama de sanciones y procedimientos 
disciplinarios (Van der Wal, Graycar y Kelly, 2016; Van der Wal, 
2017).

También se recomienda el enfoque basado en la integridad, que 
enfatiza la articulación y la internalización de los valores organi-
zacionales, así como la promoción del comportamiento ético ba-
sado en la competencia y el razonamiento moral. Se caracteriza 
por la formulación conjunta de códigos de ética, educación ética 
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y capacitación en concienciación, con alineación a valores institu-
cionales (Van der Wal, Graycar y Kelly, 2016; Van der Wal, 2017).

Como muchos gobiernos, Ecuador está en proceso de renovar las 
directrices y códigos existentes o desarrollar otros nuevos para 
gestionar los desafíos éticos emergentes. Sin embargo, la eviden-
cia indica que los códigos, reglas y directrices tienen un impac-
to limitado (Kaptein, 2011; Huberts, 2014), particularmente, en 
entornos caracterizados por comportamientos poco éticos, ge-
neralizados y sistémicos. De hecho, la concienciación, el diálogo, 
la capacitación y el liderazgo son fundamentales para fortalecer 
la competencia moral frente a los nuevos dilemas y expectativas 
(Van der Wal, 2017).

Para desenvolverse eficazmente en un mundo VUCA, quienes 
ejercen la dirección pública deberán contar con diversas compe-
tencias y cualidades, entre ellas: inteligencia y astucia; emprendi-
miento con espíritu de servicio público; colaboración y capacidad 
de conexión, con solidez en contenido y estilo; visión de futuro; y 
la capacidad de actuar como especialistas generalistas con una 
disposición constante al aprendizaje (Van der Wal, 2017).

3. Sistemas de integridad pública

Existe evidencia sobre los resultados de intervenciones y mecanis-
mos como auditorías, enfoques de riesgos, reformas de digitali-
zación, datos abiertos, facilidades y reducción de costos de tran-
sacción para el ejercicio de acceso a la información, reformas de 
transparencia de segunda generación, simplificación administra-
tiva y mejora regulatoria, reformas en procesos de compras públi-
cas, meritocracia y otras, que constituyen condiciones necesarias, 
aunque no suficientes, para el control de la corrupción (Tavares, 
2007; Gans-Morse, 2018; Roseth et al., 2018; Jara Iñiguez, 2023). 
Por lo tanto, se ratifica la necesidad de reformas basadas en crite-
rios de integridad (Rose-Ackerman y Palifka, 2016).

En Ecuador, las responsabilidades en materia de integridad es-
tán distribuidas entre diferentes instituciones pertenecientes a los 
cinco poderes del Estado: Ejecutivo, Legislativo, Judicial, Electoral 
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y de Transparencia y Control Social, así como en los distintos ni-
veles de gobierno. Sin embargo, para garantizar que las distintas 
instancias que conforman un sistema de integridad trabajen hacia 
objetivos comunes, aprovechando sinergias y evitando redundan-
cias o espacios no atendidos, es esencial establecer mecanismos 
de cooperación entre ellas (OECD, 2021). Esta necesidad se rati-
fica en la Recomendación de la OECD sobre Integridad Pública, 
que insta a los países a:

Fomentar mecanismos para la cooperación horizontal y vertical entre 
los funcionarios, entidades y organismos públicos, así como, siempre 
que sea posible, entre los niveles descentralizados de la administra-
ción, utilizando tanto medios formales como informales, con el fin 
de promover la coherencia, evitar duplicaciones y vacíos, y compar-
tir y beneficiarse de las lecciones aprendidas derivadas de las mejores 
prácticas. (OECD, 2017, p. 6)

La articulación de un sistema de integridad en Ecuador se dificulta 
debido a la falta de mecanismos de cooperación integral entre 
las distintas funciones del Estado y los diversos niveles descon-
centrados de la Administración pública. Aunque en el pasado se 
han ejecutado algunas iniciativas, estas han sido bilaterales o no 
han involucrado a todos los actores. Además, no se ha eviden-
ciado ninguna estrategia integral para promover el intercambio 
de información, la transferencia de conocimiento o el aprendizaje 
colectivo.

A pesar de que se han establecido ciertos mecanismos de cola-
boración en materia de integridad para detectar y sancionar 
casos de corrupción, tanto entre instituciones de una misma 
función del Estado como entre diferentes funciones, en Ecuador 
no existen disposiciones institucionales formales ni informa-
les sobre integridad pública. Dichas disposiciones no reúnen de 
manera completa y exhaustiva a todas las instancias pertinentes 
de los poderes del Estado (OECD, 2021) y los niveles de gobierno.

En cuanto a los mecanismos de coordinación dentro de las fun-
ciones del Estado, la Función de Transparencia y Control Social 
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cuenta con un órgano coordinador, el Comité de Coordinación, 
integrado por los titulares de cada una de las entidades que la 
conforman, quienes eligen anualmente al presidente de la Función 
entre sus miembros. Entre otras atribuciones, este Comité tiene la 
responsabilidad de formular políticas públicas de transparencia, 
control social, rendición de cuentas, promoción de la participa-
ción ciudadana, prevención y lucha contra la corrupción; coordi-
nar los planes de acción de las entidades de la Función; elaborar el 
Plan Nacional de Integridad Pública y Lucha contra la Corrupción; 
y presentar ante la Asamblea Nacional propuestas para efectuar 
reformas jurídicas en el ámbito de su competencia. A su vez, la 
ejecución y operatividad de los trabajos, políticas y planes del 
Comité de Coordinación están a cargo de la Secretaría Técnica, 
cuya autoridad es nombrada por el Comité a partir de una terna 
propuesta por el presidente (Asamblea Nacional, 2013).

No obstante, se evidencia la ausencia de liderazgo institucional 
en materia de integridad, lo que podría estar relacionado con la 
falta de reconocimiento del rol que desempeñan otras instancias 
en este ámbito. Este es el caso del Ministerio del Trabajo, respon-
sable de áreas de política pública vinculadas con la integridad, 
como la meritocracia, la profesionalización, el fortalecimiento de 
capacidades, la cultura organizacional, la gestión del cambio, el 
control del servicio público, así como la detección y sanción de 
casos disciplinarios. Existe una estrecha relación entre la adminis-
tración del talento humano y la integridad pública (OECD, 2021).

Ecuador podría establecer un Sistema Nacional de Integridad y 
Lucha contra la Corrupción, basado en la cooperación estratégi-
ca y el diálogo entre las cinco funciones del Estado, los distintos 
niveles de gobierno y con la participación de la sociedad civil, la 
academia y el sector privado. Para su diseño e implementación, es 
fundamental alinear las propuestas institucionales y legales con 
los estándares internacionales en la materia y, al mismo tiempo, 
garantizar que se ajusten a la capacidad del país. Las reformas 
deben diferenciar entre aspectos sectoriales y transversales, lo 
que resulta útil en contextos de baja capacidad institucional y 
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gobernanza débil. Además, es posible explorar nuevas formas de 
relacionamiento para la construcción de la agenda de integridad.

Al respecto, y según la experiencia de la OECD, los países han 
adoptado distintos mecanismos para garantizar la cooperación 
en materia de integridad pública:

	• Formales, para asegurar una toma de decisiones coherente y per-
mitir el apoyo, la comunicación y el intercambio de información.

	• Informales, para facilitar el intercambio y el apoyo horizontales.

	• Diseñados para los niveles nacional y desconcentrado, conforme 
al marco de gobernanza del país (OECD, 2020, p. 12).

Para abordar los problemas de cooperación, algunas lecciones re-
levantes para el contexto ecuatoriano incluyen, entre otras: crear 
espacios de diálogo, reflexión y cooperación entre las funciones 
del Estado y los órganos autónomos y descentralizados, respe-
tando su autonomía, pero facilitando esfuerzos conjuntos para la 
implementación de programas de integridad pública coherentes y 
articulados en todas las instancias gubernamentales.

Con estos antecedentes, se evidencia la necesidad de conformar 
un Sistema Nacional de Integridad y Lucha contra la Corrupción. 
Dicho sistema debería definir roles y un conjunto de funciones ali-
neadas con los mandatos constitucionales y legales, así como con 
las prioridades previamente analizadas y definidas en un proceso 
de cocreación, en el que se recomienda considerar los siguientes 
aspectos:

	• Asegurar la participación de todas las instancias y actores rela-
cionados con la integridad y la lucha contra la corrupción, in-
cluyendo el sector público, la sociedad civil, el sector privado y la 
academia.

	• Coordinar la aplicación de los instrumentos de integridad y 
anticorrupción.

	• Comunicar y difundir las actividades, avances y resultados en la 
aplicación de estos instrumentos.
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	• Desarrollar estudios sobre integridad pública para identificar 
sectores y procesos de riesgo de corrupción, realizar mapeos de 
riesgos y explorar mecanismos para fortalecer el comportamiento 
íntegro.

	• Implementar programas académicos y de educación continua 
que transversalicen la temática de integridad y promuevan la for-
mación en principios éticos, la prevención de conflictos de interés 
y la toma de decisiones basada en valores.

	• Desarrollar programas de incentivos y reconocimiento para quie-
nes cumplen con la ley, así como la adopción de normas que 
impongan obligaciones de integridad al sector privado, tales 
como las relacionadas con gobierno corporativo y programas de 
cumplimiento.

	• Generar campañas de comunicación y concienciación sobre inte-
gridad pública y el Sistema Nacional de Integridad y Lucha contra 
la Corrupción.

	• Promover la cooperación y el intercambio de buenas prácticas en 
materia de integridad pública.

Otros aspectos que pueden incorporarse en políticas y planes in-
cluyen la implementación de acciones o instrumentos para garan-
tizar la efectividad e independencia de los organismos de control 
y de la función judicial (Rose-Ackerman y Palifka, 2016). Estas 
medidas pueden incluir instrumentos legales, como la regulación 
de protección a denunciantes o mecanismos de colaboración efi-
caz (Dallagnol, 2018).

4. La innovación en la gestión pública

Los desafíos actuales y futuros que enfrentan las administraciones 
públicas son enormes, ya que deben adaptarse a los cambios tec-
nológicos, económicos, sociales y políticos de la revolución 4.0, 
con el fin de mitigar y reducir sus consecuencias sociales y labo-
rales negativas. Además, deben cumplir con los ODS para 2030, 
gestionar la crisis económica y social del período pospandemia, 
entre otros desafíos. Por lo tanto, para que las instituciones públi-
cas estén preparadas para enfrentar estos retos, no basta con que 
sean innovadoras de manera experimental y voluntaria en algunas 
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políticas y servicios públicos. En el presente inmediato, las institu-
ciones públicas deben ser innovadoras, flexibles y adaptables de 
manera integral y radical. Para lograrlo, es absolutamente esencial 
que incorporen la innovación en sus procesos internos de toma de 
decisiones y gestión (Ramió Matas, 2021).

Para abordar estos desafíos, surge el modelo de innovación pú-
blica, el cual implica generar espacios de diálogo y trabajo que 
permitan encontrar nuevos enfoques, metodologías y formas de 
gestión pública, favoreciendo la colaboración con otros sectores 
y actores de la sociedad. Además, involucra reconocer las capa-
cidades y aportes de la ciudadanía en la solución de problemas 
de interés común, como la mejora en la prestación de servicios 
públicos, bajo una lógica de corresponsabilidad entre ciudada-
nía, organizaciones de la sociedad civil y gobierno (CLAD, 2016; 
Gobierno Abierto Ecuador, 2019).

Dado que la innovación pública va más allá de lo gubernamental e 
implica un compromiso cívico, que se expresa en términos colabo-
rativos entre la ciudadanía, la función pública y el sector privado, 
es necesario producir cambios en valores, actitudes, procesos y 
liderazgo. Esto con el propósito de favorecer la cocreación de de-
cisiones y políticas públicas que permitan mejorar la prestación de 
los servicios públicos (Mariñez, 2020).

Por otro lado, la inteligencia artificial (IA) y la robótica represen-
tan una gran oportunidad para replantear los modelos de gestión 
en la Administración pública, con el fin de lograr procesos y resul-
tados más efectivos y eficientes. Una de las principales ventajas 
de la actualización tecnológica en las instituciones públicas es la 
posibilidad de mantener, mejorar e incluso expandir los servicios 
públicos, garantizando al mismo tiempo la sostenibilidad econó-
mica. Sin embargo, implementar estas tecnologías puede generar 
resistencias, lo que obstaculizaría  la motivación y el apoyo políti-
co para llevar a cabo esta transformación.

Para superar esta barrera, se propone que los directivos establez-
can dos narrativas clave:



Las respuestas de la dirección pública a los desafíos 113

1.	 La Administración pública no puede postergar esta trans-
formación, por lo que es imperativo incluirla en la agenda 
gubernamental.

2.	 La IA y la robótica, bien aplicadas, generarán nuevas oportunida-
des laborales, aunque será necesario implementar un proceso de 
selección de talentos innovador (Ramió, 2021).

5. Participación ciudadana y rendición de cuentas

Se empieza con la afirmación de que la participación ciudadana 
comprende las acciones ejercidas por la ciudadanía con el pro-
pósito de incidir, directa o indirectamente, en las decisiones y ac-
ciones gubernamentales de interés colectivo (Jara Iñiguez, 2022). 
Además, la participación puede considerarse desde dos perspec-
tivas: como un medio y como un fin. Como medio, su principal 
propósito es mejorar el proceso de formulación de políticas pú-
blicas, lo que puede contribuir a aumentar la eficacia, eficiencia y 
legitimidad, al aprovechar los conocimientos y experiencias apor-
tados por la ciudadanía. Por otro lado, como fin, busca redistri-
buir el poder público hacia la ciudadanía mediante mecanismos 
de democracia participativa y directa. En este contexto, la ciuda-
danía obtendría la capacidad de tomar decisiones vinculantes y 
de obligatorio cumplimiento para el Gobierno y su administración 
(Canto Sáenz, 2017; Rodríguez Benavides y Jara Iñiguez, 2020).

Por otro lado, la participación ciudadana está asociada con la 
innovación en la administración de políticas públicas, así como 
con la mejora en la prestación de servicios públicos, especialmen-
te en un entorno cada vez más complejo y exigente. Con el paso 
del tiempo, la participación de la ciudadanía en diferentes etapas 
del proceso de formulación de políticas públicas se ha convertido 
en una práctica institucionalizada, lo que obliga a los gobiernos 
a incorporar elementos participativos en los programas, procesos 
y políticas que ofrecen a los ciudadanos (Díaz Aldret, 2017). Por 
ello, para la dirección pública profesional, la participación ciuda-
dana representa un desafío importante.
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El liderazgo público se enfrenta a la tarea de gestionar la parti-
cipación ciudadana de manera efectiva en la construcción de 
políticas públicas. Esto implica no solo reconocer el valor de la 
participación en la innovación y mejora de los servicios públicos, 
sino también desarrollar habilidades para facilitar este proceso de 
manera inclusiva y transparente. Los responsables de la adminis-
tración deben estar preparados para integrar mecanismos parti-
cipativos en todas las etapas del ciclo de políticas públicas, desde 
la identificación de problemas hasta la evaluación de resultados. 
Asimismo, deben garantizar que los aportes ciudadanos sean con-
siderados de manera significativa en la toma de decisiones. No 
obstante, los cambios en la sociedad civil generan temas y deman-
das más diversas en la esfera pública, lo que agrega complejidad a 
la acción social (Jara Iñiguez, 2022). Pero, esta situación también 
representa una oportunidad, ya que permite la redefinición de la 
ciudadanía y una nueva manera de concebir la acción colectiva 
(Garretón, 2002).

Al mismo tiempo, tanto en la práctica como en la teoría de la 
Administración pública, se reconoce que el desarrollo de políticas 
públicas participativas responde a la presión ejercida por la ciuda-
danía, así como a la necesidad de abordar deficiencias específicas 
en la gestión gubernamental. Por ello, en la actualidad, para que 
las políticas y acciones gubernamentales sean consideradas legí-
timas, es fundamental que estén estrechamente vinculadas a las 
necesidades y aspiraciones de los ciudadanos. Además, para me-
jorar su eficacia, la formulación de políticas públicas requiere de 
la participación de actores no gubernamentales y de la sociedad 
en general, quienes pueden aportar información, colaboración, 
conocimientos y experiencia (Díaz Aldret, 2017).

De esta forma, cuando la gestión gubernamental está basada en 
la participación, se viabiliza el empoderamiento ciudadano a tra-
vés de aspectos clave como el acceso a la información, la inclusión 
y diversidad de participantes, la responsabilidad y el desarrollo de 
capacidades (Mayor Balsas, 2016). Así, se redefinen las relaciones 
entre el Estado y la sociedad civil y se fortalece el contrato social 
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(Rodríguez Benavides y Jara Iñiguez, 2020). En este marco, la ren-
dición de cuentas se experimenta en tres etapas:

1.	 Proporcionar información sobre las acciones realizadas y los re-
sultados obtenidos.

2.	 Explicar las razones por las que se tomaron determinadas 
decisiones.

3.	 Asumir la responsabilidad por dichas decisiones y, en su caso, por 
las consecuencias de errores y fracasos (Villoria Mendieta, 2019).

En la actualidad, la Administración pública promueve valores 
como la transparencia, la rendición de cuentas, la eficacia y la 
eficiencia, así como el desarrollo de habilidades necesarias para 
una buena gobernanza. Además, en términos generales, busca 
fortalecer las capacidades organizacionales y del personal direc-
tivo para alcanzar los objetivos de política pública. En este sen-
tido, bajo los actuales modelos de gobernanza, es fundamental 
una rendición de cuentas más horizontal y participativa (Dodds, 
2012; Mariñez, 2018). La rendición de cuentas horizontal some-
te a quienes ejercen la función pública a controles y a un siste-
ma de contrapesos por parte de organismos gubernamentales 
(Transparency International, 2009). Mientras tanto, la rendición 
de cuentas participativa se caracteriza por el involucramiento ac-
tivo de la sociedad civil en los procesos de supervisión y fiscaliza-
ción del gobierno.
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Conclusiones 

Ecuador enfrenta grandes desafíos en la dirección pública en un 
contexto de creciente incertidumbre. La arquitectura institucional 
requiere fortalecer las capacidades de la alta dirección para ges-
tionar con eficacia la conducción del Estado. Esta labor demanda 
constancia y sostenibilidad para generar una cultura de gestión 
integral, participativa, transparente y ética. Es crucial que quienes 
toman decisiones promuevan las condiciones necesarias para me-
jorar la calidad de vida de la ciudadanía.

La dirección pública necesita personal capacitado que, mediante 
inteligencia colectiva, pueda enfrentar los desafíos y generar opor-
tunidades. Un liderazgo público sólido en la Administración del 
Estado es clave para alcanzar un desarrollo sostenible, siendo un 
compromiso tanto político como social. Para ello, es fundamen-
tal que la alta dirección pública esté formada y comprometida 
con el país, utilizando herramientas tecnológicas y estrategias de 
inteligencia para una gestión eficiente.

El contexto y la crisis multifacética global han profundizado de-
safíos estructurales en el país. La combinación de factores como 
la pandemia de covid-19, el cambio climático, la polarización po-
lítica y los avances tecnológicos disruptivos han exacerbado las 
limitaciones institucionales, la desigualdad social y la inestabili-
dad política. Este análisis evidencia la necesidad de repensar la 
dirección pública, dotándola de herramientas estratégicas que 
prioricen la resiliencia y sostenibilidad de las instituciones, espe-
cialmente en escenarios de alta incertidumbre.

La profesionalización de la dirección pública es un elemento cla-
ve para fortalecer la gobernanza y garantizar una Administración 
pública eficaz. Sin embargo, este proceso no debe reducirse a la 
tecnificación de la función directiva, sino que debe comprenderse 
como un mecanismo para consolidar estructuras institucionales 
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resilientes, capaces de responder con eficiencia a los desafíos del 
presente y de anticiparse a las problemáticas del futuro. La alta 
rotación del personal directivo, la fragmentación de la acción gu-
bernamental y la limitada capacidad de retención de conocimien-
to institucional emergen como factores críticos que dificultan la 
consolidación de un liderazgo efectivo y de una gestión basada 
en evidencia.

La alta rotación en los niveles jerárquicos superiores afecta la con-
tinuidad de las políticas y proyectos públicos. La falta de memoria 
organizativa y de mecanismos efectivos para preservar el aprendi-
zaje institucional impide el desarrollo de una gestión informada 
y eficiente. Se enfatiza la urgencia de profesionalizar la dirección 
pública mediante procesos de selección basados en mérito y ca-
pacidad, fortaleciendo así el liderazgo en un entorno cambiante. 
Asimismo, se plantea la prospectiva como una herramienta clave 
para gestionar el presente con visión de futuro, promoviendo la 
participación ciudadana en el diseño del porvenir, en la toma de 
decisiones y en la ejecución de políticas públicas.

Entre los principales desafíos de la dirección pública se encuen-
tran la insuficiencia de capacidades estatales, el déficit de lideraz-
go y los problemas asociados a la transparencia y la integridad. 
Las limitaciones en recursos humanos y tecnológicos, sumadas a 
un liderazgo insuficientemente preparado, afectan negativamente 
el desempeño institucional. A esto se suma la persistencia de prác-
ticas corruptas, que socavan la confianza ciudadana en el sistema 
público. Se resalta la importancia de promover estrategias que 
combinen el fortalecimiento de las capacidades institucionales 
con un compromiso ético robusto.

Se identifica la internacionalización de la dirección pública como 
una estrategia para enfrentar los desafíos locales mediante apren-
dizajes globales. La participación de Ecuador en organizaciones 
internacionales y la implementación de políticas de gobernanza 
multinivel se presentan como oportunidades clave para articular 
acciones entre niveles de gobierno y actores internacionales. Sin 
embargo, los avances en esta área dependen en gran medida de 
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la sostenibilidad de los compromisos adquiridos, especialmente 
frente a cambios políticos internos. Este análisis demuestra que 
la cooperación internacional no solo fortalece las capacidades 
estatales, sino que también fomenta la innovación en la gestión 
pública. Asimismo, se destaca que la cooperación puede ser una 
herramienta eficaz en la lucha contra la corrupción.

Para responder a estos desafíos, se propone una agenda estratégica 
para fortalecer el liderazgo transformador, implementar políticas 
de integridad y fomentar la innovación en la Administración públi-
ca. La participación ciudadana se presenta como un eje transversal 
para legitimar las instituciones y mejorar su desempeño. Asimismo, 
se reconoce la necesidad de incorporar tecnologías avanzadas y he-
rramientas digitales como parte integral de la modernización insti-
tucional. Estas propuestas no solo responden a los retos actuales, 
sino que también promueven una visión de futuro.

En la obra se destaca que la dirección pública en Ecuador en-
frenta una serie de desafíos que, si bien evidencian limitaciones 
significativas, también abren espacios para la innovación y el for-
talecimiento institucional. Se aborda la necesidad de superar la 
fragmentación institucional y las barreras de coordinación inter-
gubernamental. Estas dificultades han limitado la capacidad del 
Estado para implementar políticas públicas integrales y sosteni-
bles, afectando tanto la eficiencia como la percepción ciudadana 
sobre el desempeño gubernamental.

Otro reto es la limitada adopción de tecnologías y herramien-
tas digitales en los procesos de gestión pública. Aunque existen 
avances en la digitalización, el acceso desigual a estos recursos 
entre las diferentes regiones del país amplifica las brechas en la 
prestación de servicios públicos. Asimismo, la transformación 
digital requiere una mayor inversión en la capacitación del per-
sonal y en infraestructura tecnológica, elementos que actual-
mente resultan insuficientes.

En términos de oportunidades, el contexto actual permite vis-
lumbrar el fortalecimiento de alianzas estratégicas con actores 
internacionales, lo que puede traducirse en transferencias de 
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conocimiento y financiamiento para proyectos de desarrollo. 
La cooperación internacional, además, representa una vía para 
adoptar mejores prácticas en áreas como transparencia, integri-
dad y evaluación de políticas públicas.

A su vez, la dirección pública puede aprovechar la creciente de-
manda ciudadana de participación y rendición de cuentas. Este 
interés social plantea un desafío para las instituciones, pero, al 
mismo tiempo, es una oportunidad para implementar mecanis-
mos innovadores de participación ciudadana, como presupuestos 
participativos y consultas públicas digitales. Estas herramientas 
pueden aumentar la legitimidad institucional y fortalecer la con-
fianza ciudadana.

Asimismo, la dirección pública tiene la oportunidad de consoli-
dar un liderazgo más profesional y adaptativo. El fomento de una 
cultura de integridad y compromiso ético en los niveles más altos 
de gobierno puede establecer las bases para una Administración 
más eficiente y orientada al servicio público. En este sentido, las 
reformas estructurales y los programas de capacitación pueden 
ser catalizadores clave para transformar las debilidades actuales 
en fortalezas sostenibles a largo plazo.

Más allá de la realidad ecuatoriana, los hallazgos de esta investi-
gación permiten extraer reflexiones de alcance global. La dirección 
pública en América Latina enfrenta retos similares en términos de 
estabilidad institucional, profesionalización del liderazgo y articu-
lación de estrategias de cooperación internacional. En este sen-
tido, la experiencia ecuatoriana pone de relieve la necesidad de 
fortalecer las capacidades estatales mediante modelos de gober-
nanza más flexibles, la implementación de tecnologías emergentes 
y la construcción de alianzas estratégicas que permitan el aprendi-
zaje mutuo y la transferencia de buenas prácticas.

Desde una perspectiva metodológica, esta obra ha adoptado un 
enfoque heurístico que, combinando análisis cualitativo y he-
rramientas estratégicas, ha permitido identificar patrones en la 
gestión directiva y formular propuestas de intervención orienta-
das a la transformación institucional. No obstante, los hallazgos 
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presentados deben considerarse un punto de partida para futuras 
investigaciones, en tanto existen áreas que requieren una profun-
dización analítica, especialmente en lo que respecta a la medición 
del impacto de las políticas de profesionalización, la efectividad 
de las estrategias de gobernanza multinivel y la sostenibilidad de 
los procesos de modernización administrativa.

Con ello, este libro se presenta como un recurso invaluable para 
responsables de la toma de decisiones, personal académico y 
profesionales con interés en transformar la gestión pública en 
Ecuador y la región.
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